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TERCERA SALA

TOCA 122-2019

 


San Luis Potosí, S.L.P., a 1° primero de marzo del año 2019 dos mil diecinueve.




V I S T O, para resolver el toca número 122-2019, formado con motivo del recurso de apelación interpuesto por la promovente, en contra de la sentencia definitiva de 21 veintiuno de enero del año 2019 dos mil diecinueve, pronunciada por el Juez Especializado en Divorcio Voluntario y de Órdenes de Protección de Emergencia y Preventivas en Favor de las Mujeres de esta capital, en el expediente número 1040/2018, relativo a las DILIGENCIAS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA por DECLARACIÓN JUDICIAL DE DEPENDENCIA ECONÓMICA, promovidas por ELIMINADO; y,
R E S U L T A N D O:




PRIMERO.- La sentencia definitiva recurrida en apelación, de 21 veintiuno de enero del año 2019 dos mil diecinueve, concluyó con los puntos resolutivos siguientes: “PRIMERO.- Resultaron IMPROCEDENTES las presentes Diligencias de Jurisdicción Voluntaria promovidas por ELIMINADO. SEGUNDO.- En consecuencia, no se tiene a la promovente ELIMINADO, por acreditando que era dependiente económica de ELIMINADO, de acuerdo a los razonamientos expuestos en la parte considerativa que antecede. TERCERO.- Notifíquese.”. (foja 37 treinta y siete frente de los autos que conforman el sumario).




SEGUNDO.- Inconforme con dicha resolución, la promovente ELIMINADO, interpuso recurso de apelación, mismo que le fue admitido por el A quo, en ambos efectos, mediante proveído de 29 veintinueve de enero del año en curso, en donde además se tuvo a la apelante por formulando los agravios de su intención, sin que existiera la necesidad de correr traslado con copia de los mismos a persona alguna, al no existir contraria parte o apelado. Además, en el citado acuerdo, se ordenó dar vista del recurso interpuesto a la agente del ministerio público adscrita al juzgado del conocimiento, para que, dentro de 5 cinco días, manifestara lo que a esa representación social convenía, lo que así realizó, en la diligencia de notificación llevada a cabo el 31 treinta y uno de enero del presente año, donde manifestó su conformidad con el trámite del recurso de que se trata, y donde solicitó que el mismo se resolviera conforme a derecho. Enviándose, en su oportunidad, los autos originales del expediente al Tribunal de Alzada para la substanciación del recurso interpuesto, tocando conocer del mismo por cuestión de turno a esta Tercera Sala, quien por auto del día 20 veinte de febrero del año 2019 dos mil diecinueve, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 803, 936, 937, 942, 943, y 945 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, previa confirmación de la calificación de grado hecha por el juez de primer grado, admitió el recurso de apelación de que se trata, haciéndose constar la presentación oportuna del escrito de expresión de agravios formulados por la recurrente ante el juzgado del conocimiento, así como que también se hizo constar que la agente del ministerio público adscrita a aquel órgano jurisdiccional sí desahogó la vista que se le dio respecto del recurso interpuesto. De igual manera, en el acuerdo pronunciado por este Tribunal de Alzada, se desechó de plano, por no tratase de un trámite permitido por la ley de la materia, particularmente en el trámite del recurso de apelación, la documental pública ofrecida por la inconforme, consistente en la copia certificada por el licenciado ELIMINADO, notario público adscrito a la notaría pública número 1 uno, con sede en esta ciudad, cuyo titular lo es el licenciado ELIMINADO, del acta de nacimiento de la promovente y aquí apelante ELIMINADO, expedida por el oficial primero del registro civil de ELIMINADO, acontecido el día ELIMINADO, y que se encuentra registrado en aquella oficialía, el ELIMINADO, bajo el acta número ELIMINADO, a fojas ELIMINADO, del libro de nacimientos número ELIMINADO, correspondiente al año de ELIMINADO. Asimismo, en el proveído dictado por esta Sala, se hizo del conocimiento de las partes litigantes, el derecho que les asiste para manifestar su conformidad o inconformidad para que sus datos personales señalados en el numeral 3°, fracción XI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, se incluyan en la publicación que se haga del presente fallo, sin que hubiesen manifestado nada al respecto. De igual manera, se citó a las partes para resolver el presente asunto, ordenándose el turno de los autos al Magistrado Ponente, a quien por sorteo aleatorio correspondió conocer del mismo, para la formulación del proyecto de resolución; y,
C O N S I D E R A N D O:

 


PRIMERO.- Los conceptos de agravio que hace valer la promovente y apelante ELIMINADO, son del tenor literal siguiente: “PRIMER AGRAVIO. 1.- Como argumento toral para desestimar las Diligencias de dependencia económica, el A Quo le resta valor probatorio a la Prueba testimonial ofrecida de mi parte para acreditar las mismas, calificando a mis deponentes como “no aptos para corroborar los hechos en que sustentó su pretensión la promovente”, más por el contrario, de las constancias de los autos, se advierte que con fecha fecha (sic) (se repite) 20 veinte de septiembre del año 2018 dos mil dieciocho, se llevó a cabo el desahogo de la Prueba Testimonial ofrecida de mi parte con cargo a los Sres. ELIMINADO y ELIMINADO, que considero suficiente para demostrar mi pretensión y que por su trascendencia me permito transcribir literalmente: La primer testigo Sra. ELIMINADO, manifestó: “A la Primera.-  Que diga el (sic) testigo si conoce a la señora ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: Si.- A la Segunda.- Que diga el (sic) testigo si conoció al señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: Si, mamá e hijo.-  (sic) A la Cuarta.- Que diga el (sic) testigo con qué fecha falleció el señor ELIMINADO.- Calificada de improcedente por ser un hecho que está plenamente demostrado y por lo tanto resulta innecesario preguntar a la testigo.- A la Quinta.- Que diga el (sic) testigo Cuál era el domicilio del señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo.- ELIMINADO.- A la Sexta.- Que diga el (sic) testigo con quién vivía el señor  ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: con su mamá.- A la Séptima.- Que diga el (sic) testigo en qué trabajaba el señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: ahí mismo en su domicilio tiene un ELIMINADO.- A la Octava.- Que diga el testigo en qué domicilio desarrolla su trabajo el señor ELIMINADO.- Calificada de improcedente, puesto que ya contestó ese hecho la testigo.- A la Novena.- Que diga el testigo qué personas dependían del señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: su mamá, nada más.- A la Décima.- Que diga el testigo el estado civil del señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: ELIMINADO.- A la Décima Primera.- Que diga el testigo el nombre de los hijos del señor ELIMINADO.- Calificada de procedente respondió: ELIMINADO.- La parte oferente no desea formular más preguntas por lo cual, se pide al (sic) testigo La razón de su dicho y manifiesta: Que lo anterior lo sé y me consta porque fuimos ELIMINADO muchos años, y nos conocimos desde que llegamos a esa colonia, fuimos amigos y vecinos muchos años, y tenían ese ELIMINADO juntos entre ELIMINADO y su mamá lo trabajaban y ELIMINADO”. El segundo testigo Sr. ELIMINADO, señaló: “A la Primera.- Que diga el testigo si conoce a la señora ELIMINADO.- Calificada de improcedente, toda vez que el testigo afirmó que la promovente es su madre.- A la segunda.- Que diga el (sic) testigo si conoció al señor  ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: Si, era mi hermano.- A la Tercera.- Que diga el testigo qué parentesco tenían dichas personas.- Calificada de improcedencia, en virtud de las respuestas anteriores.- A la Cuarta.- Que diga el  testigo con qué fecha falleció el señor ELIMINADO.- Calificada de improcedente por ser un hecho que está plenamente demostrado y por lo tanto resulta innecesario preguntar a la (sic) testigo.- A la Quinta.- Que diga el testigo cuál era el domicilio del señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo.- ELIMINADO.- A la Sexta.- Que diga el testigo con quién vivía el señor  ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: Con mi mamá.- A la Séptima. Que diga el testigo en qué trabajaba el señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: Tenía un ELIMINADO.- A la Octava.- Que diga el testigo en qué domicilio desarrollo su trabajo el señor ELIMINADO.- Calificada de procedente, contesta: Ahí mismo en el domicilio de mi mamá.- A la Novena.- Que diga el testigo qué personas dependían del señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: mi mamá, que estaba ELIMINADO, nada más.- A la Décima.- Que diga el testigo el estado civil del señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: ELIMINADO.- A la Décima Primera.- Que diga el testigo el nombre de los hijos del señor ELIMINADO.- Calificada de procedente respondió: ELIMINADO.- La parte oferente no desea formular más preguntas por lo cual, se pide al testigo La razón de su dicho y manifiesta: Que lo anterior lo sé y me consta porque yo a veces venía para acá y ahí estaban ellos, o ellos iban para allá, a traer mercancía que les pedían cada mes iba o venía yo.”. 2.- El Juez de los autos en el recurrido fallo, a efecto de desestimar la prueba testimonial transcrita precedentemente, se concreta de una manera limitada y ambigua a señalar que: “… se desahogó la prueba testimonial a cargo de ELIMINADO y ELIMINADO, quienes expresaron en lo sustancial que conocieron a ELIMINADO y conocen a ELIMINADO, quienes tenían una relación de madre e hijo, que saben y les consta que ELIMINADO, tenía su domicilio en ELIMINADO, y que su madre ELIMINADO, vivía con él, que tenían un ELIMINADO, que ELIMINADO, sin embargo, sus respuestas fueron categóricas al afirmar que ELIMINADO, dependía  económicamente de ELIMINADO, pues no establecieron una relación de hechos que permita determinar que en realidad la hoy promovente tenía una dependencia hacía el señor ELIMINADO, por el contrario de sus declaraciones se obtiene que el ELIMINADO, era de ambos y no se desprende dato que indique que era el señor ELIMINADO, quien proporcionaba a la señora ELIMINADO, los satisfactores indispensables para su subsistencia, elementos necesarios para establecer la existencia de dependencia económica, pues el primer testigo señaló que ambos (ELIMINADO y ELIMINADO) tenían un ELIMINADO, y el segundo mencionó que ellos iban a ELIMINADO, a traer mercancía. De esa manera con fundamento en los artículos 354 y 400 del Código de procedimientos Civiles del Estado, los testigos no son aptos para corroborar los hechos en que sustentó su pretensión la promovente y ante ello se declaran improcedentes las presentes diligencias de jurisdicción voluntaria para el fin que se solicitaron…”. Del transcrito “razonamiento”, se colige que el Juzgador no estudió en su integridad los atestes de las personas presentados por la suscrita, dado que omite analizar exhaustivamente las manifestaciones realizadas por los  testigos, ya que en su integridad, se puede advertir con meridiana claridad, que de sus deposiciones, quedó fehacientemente demostrado una relación de hechos que permite determinar que en realidad la promovente tenía una dependencia hacia mi descendiente el señor ELIMINADO, al exponer la primera de las declarantes ELIMINADO, que conoce a la señora ELIMINADO; Que conoció al Señor ELIMINADO, ya que eran mamá e hijo; Que el domicilio del Señor ELIMINADO estaba establecido en ELIMINADO; Que ambos vivían juntos; Que el Sr. ELIMINADO, trabajaba ahí mismo en su domicilio, donde tenía un ELIMINADO; Que la Sra. ELIMINADO, era la única persona que dependía económicamente de su hijo; Que el Sr. ELIMINADO, fue ELIMINADO (sic), ELIMINADO, consecuentemente, y contrario a lo señalado por el Inferior, si concatenamos todas y cada una de las respuestas realizadas por la testigo en comento, podemos afirmar sin lugar a dudas, que se demuestra fehacientemente una relación de hechos que permite determinar que en realidad mi persona tenía una dependencia hacía mi hijo Sr. ELIMINADO, dado que constituyen un cúmulo de respuestas que en su conjunto, deben formar en la convicción del Juzgador la existencia de tal dependencia económica, más si fundamentalmente cita la testigo que madre e hijo vivían juntos en un domicilio donde el Sr. ELIMINADO, tenía establecido un ELIMINADO, que inclusive, dice que mi hijo traía de ELIMINADO, diferentes productos de tal región para su venta, consecuentemente, si ambas personas cohabitaban y existía un ELIMINADO, en la casa donde vivíamos deviene obvio que la suscrita dependía económicamente de mi hijo, máxime que tal testigo no señala que la suscrita obtuviese ganancias del ELIMINADO, sino que al vivir juntos y estar ahí establecido su comercio, por ende, me tenía que involucrar para ayudarle en el mismo a mi hijo, lo que no implica circunstancia de que el ELIMINADO, fuese mío u obtuviese algún ingreso o ganancia. En lo que se refiere a la razón de su dicho, en lo que nos interesa, la atesto que nos ocupa expuso que se enteró de lo declarado porque “fuimos vecinos muchos años, y nos conocimos desde que llegamos a esa colonia, fuimos ELIMINADO y ELIMINADO muchos años, y tenían ese ELIMINADO juntos entre ELIMINADO y su mamá lo trabajaban”, manifestación de la testigo que insisto, el vernos juntos en el ELIMINADO, no necesariamente quiere decir que ambos fuésemos propietarios, sino que por razón de cohabitar, le tenía que ayudar en el ELIMINADO, más sin embargo, la administración y el ELIMINADO, era de mi hijo, por lo que considero que tal ateste es apropiado para demostrar la dependencia económica, más aún, cuando en la Pregunta Novena  respondió que la suscrita dependía económicamente de mi hijo. En lo concerniente al segundo de los testigos llamado ELIMINADO, considero que con su deposición, al igual, quedó demostrada una relación de hechos que permita determinar que en realidad la suscrita tenía una dependencia hacia mi descendiente Sr. ELIMINADO, al haber expuesto que el Sr. ELIMINADO, fue su hermano; Que este último tenía domicilio en ELIMINADO; Que su hermano vivía con la suscrita como su madre que soy; Que su hermano tenía un ELIMINADO; Que su consanguíneo trabajó en el domicilio donde vivía con su progenitora; Que su madre Sra. ELIMINADO, era la única persona que dependía económicamente de su hermano, por ser ELIMINADO; Que su hermano era ELIMINADO, y; Que no tuvo ELIMINADO, por ende, y en contraposición al infundado argumento del Inferior para desmerecer el valor el testigo que nos ocupa, si entrelazamos las respuestas realizadas por el declarante en comento, citadas precedentemente, se deduce con certeza, que se demuestra una relación de hechos que permiten determinar que en realidad la suscrita tenía una dependencia hacía el Sr. ELIMINADO, justificando así la forma de cómo se dio la mencionada dependencia económica, más aún, cuando el ateste en análisis es también hijo de la promovente, entonces, nadie mejor que él para darse cuenta de la mencionada relación, testigo que también afirma que la suscrita y su hermano vivíamos juntos en el domicilio donde ELIMINADO, además de frecuentemente ELIMINADO, por tanto, si ambas personas vivíamos en la misma casa, donde estaba instalado el comercio, resulta lógico que de mi parte tenía que ayudarle a mi hijo en el mismo, lo que desde luego no implica que el establecimiento fuese mío, o que obtuviese un ingreso o ganancias. Por lo que respecta a la razón de su dicho, el testigo en cita mencionó que “… lo anterior lo sé y me consta porque yo a veces venía para acá y ahí estaban ellos, o ellos iban para allá, a traer mercancía que les pedían cada mes iba o venía yo…”;  aseveración la anterior, que implica que al tener instalado el ELIMINADO, en la casa de la suscrita, el testigo nos visitaba, lo que al igual hacíamos mi hijo finado y la suscrita en ELIMINADO, donde reside el declarante, para ELIMINADO, lo que, no necesariamente significa que el ELIMINADO, fuese de ambos, sino que por razón del parentesco, tenía de mi parte que visitar a mi hijo en aquel Municipio, y por obvias razones, ayudarle a mi otro hijo en su ELIMINADO, más aún cuando en la Pregunta Novena respondió que la suscrita dependía económicamente de mi acaecido hijo, por lo que, considero que con tal ateste se acredita la relación en como de (sic) daba la aludida relación de dependencia económica, pues inclusive, el testigo de nombre ELIMINADO, manifestó ser hijo de la suscrita y hermano del finado  ELIMINADO, por lo que, quién mejor para enterarse de la actividad de su hermano y de que vivíamos en el mismo domicilio, que mi finado hijo tenía ahí mismo establecido un ELIMINADO, y que la suscrita dependía económicamente de él, púes el hecho de que sea mi hijo, implica una convivencia continua entre ambos, circunstancia suficiente para darse cuenta de las situaciones de facto en que la suscrita basé la acción intentada mediante las Diligencias de jurisdicción voluntaria que fueron declaradas  improcedentes por el A Quo. 3.- Conforme a las consideraciones referidas precedentemente, es menester, que a los testimonios desglosados en el punto que antecede, se les confiera valor legal a efecto de demostrar la referida dependencia económica, es decir, ponderarlos conforme a lo previsto por el artículo 400 de la Ley Adjetiva Civil vigente en el Estado, en virtud de que los testigos son personas mayores de edad, los hechos sobre los que declararon son susceptibles de conocerse por medio de los sentidos y los conocieron por sí mismos y no por inducciones ni referencias de otras personas, siendo sus declaraciones claras y precisas, sin dudas, ni reticencias sobre la sustancia del hecho y sus circunstancias esenciales, además, no consta que hayan sido obligados por fuerza o por miedo, ni impulsados por error, engaño o soborno, y expresaron los fundamentos de su dicho, por lo que, son eficaces para tener por cierto que la suscrita era dependiente económico de mi finado hijo ELIMINADO, y que el mismo ELIMINADO, sí (sic) como del establecimiento que tenía. Más aún, si bien es cierto que la ELIMINADO, que pertenecía a mi finado hijo, estaba instalada en nuestro domicilio, también lo es, que los testigos jamás expresaron que la suscrita hubiese obtenido remuneración económica derivada de las ganancias de dicho comercio, por el contrario, la realidad, es que yo dependía económicamente de mi finado hijo ELIMINADO, pues era él quien se encargaba de administrar  los ingresos que el ELIMINADO producía, por lo que, la circunstancia de que los declarantes se hubiesen percatado de que yo me encontraba en el ELIMINADO, fue porque ahí vivía, además, de que por razones obvias apoyaba a mi hijo por motivo de que era el sustento de mi persona. Equivocadamente, el cuestionado fallo, estudia de manera aislada la prueba testimonial al establecer que “…los testigos no son aptos para corroborar los hechos en que sustentó su pretensión la promovente y ante ello se declaran improcedentes las presentes diligencias de jurisdicción voluntaria para el fin que se solicitaron …”, argumentación  la anterior, totalmente equivocada, debido a que, conforme a lo declarado por cada testigo, es evidente que sus atestes cumplen con las exigencias que exige el artículo 400 del Código de Procedimientos Civiles vigente para el Estado, pues los citados declarantes mencionan en su deposición que la suscrita estaba supeditada económicamente  a mi finado hijo, dando inclusive razón fundada de su dicho, manifestando que ellos se dieron cuenta por sus propios sentidos de que mi descendiente tenía un ELIMINADO, en el domicilio que cohabitábamos y mi persona dependía económicamente de él, por lo que, si analizamos el elemento de procedencia de la acción intentada relativa a justificar la dependencia económica respecto de mi finado hijo, es evidente que los atestes en cita sí son aptos para demostrarla, dado que mencionan las razones por la cuales se dieron cuenta de tal dependencia, por lo que con lo expuesto queda desvirtuado el indebido e incorrecto razonamiento del A quo. Atento a las razones expuestas, se puede afirmar, que el A quo valora indebidamente los atestes presentados por la suscrita, dejando de valorar lo que realmente declararon ambos testigos, desprendiéndose de las reglas basadas en los principios de la lógica, de las cuales no debe de separarse, dado que sus razonamientos no pueden estimarse como un real y verdadero análisis de lo declarado por dichos deponentes, ni tampoco como un acertado juicio del arbitrio judicial, por tanto, la apreciación del Juzgador viola los principios jurídicos en que descansa la prueba testimonial y concretamente el arbitrio judicial. Por todo lo anterior, considero que con lo declarado por los testigos ELIMINADO y ELIMINADO, sí se puede determinar que su atesto es suficiente para demostrar la dependencia económica de la suscrita respecto de mi finado hijo ELIMINADO, dado que con tal elemento de convicción, se debe de crear en el ánimo de quien resolvió el caso, la certeza de haberse acreditado la pretensión de la suscrita, máxime, si tomamos en consideración que los declarantes cuentan con la edad, capacidad intelectual, instrucción, probidad, independencia de criterio e imparcialidad para manifestar lo declarado, que conocieron los hechos por sí mismos, siendo su declaración clara y precisa, siendo en consecuencia su valor previsto por el artículo 400 del Código de Procedimientos Civiles vigente para el Estado. Además, me causa perjuicio el hecho de que, desacertadamente, el juzgador valoró de manera aislada y ambigua la prueba testimonial presentada por la suscrita, sin siquiera adminicularla con los demás medios de convicción que, concatenados entre sí, crean la certeza de la subordinación económica que la suscrita tenía para con mi descendiente; por lo que, queda de manifiesto que el A quo valoró indebidamente la prueba en comento, ya que no debió estrecharla, sino adminicularla con el resto del material probatorio, y así, concluir que la petición  intentada por la suscrita era procedente, mas como no lo hizo, ello me provoca agravio. Apoyo todo lo expuesto en los siguientes criterios jurisprudenciales: Época: Octava Época Registro: 219854 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Tomo IX, Abril de 1992 Materia(s): Civil Página: 591 PRUEBAS, APRECIACION DE LAS. Tratándose de pruebas testimonial, pericial y presunciones, el sistema adoptado por nuestra legislación es dejar en gran parte al arbitrio judicial la apreciación de ellas, sin embargo, ese no es absoluto, al estar restringido a determinadas reglas basadas en principios generales de la lógica, de los que el juez no debe separarse. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo directo 513/91. Victoria Saldívar Martínez. 8 de octubre de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Narváez Barker. Secretario: Alejandro García Gómez. Amparo directo 328/89. María Elena Escoto Hernández. 6 de julio de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Sánchez Hidalgo. Secretaria: María Concepción Alonso Flores. Octava Época, Tomo IV, Segunda Parte-1, página 413. Época: Séptima Época Registro: 241028 Instancia: Tercera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Volumen 109-114, Cuarta Parte Materia(s): Común Página: 143 PRUEBA TESTIMONIAL, APRECIACION DE LA. Si al calificar el sentenciador supone en el dicho de los testigos hechos que no refirieron, o deja de considerar los que declararon, es indudable que procede contra las normas a que está sometida la apreciación de la prueba testimonial y vulnera el artículo 419 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito y Territorios Federales. Amparo directo 1466/77. Felipe Gómez Martínez. 1o. de febrero de 1978. Cinco votos. Ponente: Raúl Cuevas Mantecón. Secretario: Gabriel Santos Ayala. Séptima Época, Cuarta Parte: Volumen 86, página 83. Amparo directo 6070/74. Leopoldo Guerra Fuentes. 2 de febrero de 1976. Cinco votos. Ponente: J. Ramón Palacios Vargas. Quinta Época: Tomo LXXI, página 675. Amparo civil directo 3329/40. Lagos de López Gutiérrez Anita. 16 de enero de 1942. Unanimidad de cuatro votos. La publicación no menciona el nombre del ponente. PRUEBA TESTIMONIAL, VALORACIÓN DE LA. Una afirmación dogmática del juzgador no puede estimarse como real y verdadero análisis de las declaraciones de los testigos, ni tampoco como un acertado juicio del arbitrio judicial concedido al respecto, porque la ley establece ciertas condiciones que éstos deben llenar para que puedan dárseles valor a sus declaraciones, fija los requisitos que deben tener éstas para tener eficacia, por lo que si la autoridad judicial se aparta de estas reglas, su apreciación viola los principios lógicos jurídicos en que descansa la prueba y concretamente el arbitrio judicial. Amparo directo 1029/1972. Juliana Alegría Avendaño. Marzo 15 de 1973. Unanimidad de 3ª. SALA. Séptima Época, Volumen 51, Cuarta Parte, Pág. 49. Época: Quinta Época Registro: 341394 Instancia: Tercera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Tomo CXIX Materia(s): Civil Tesis: Página: 2492 PRUEBAS, APRECIACION DE LAS. La apreciación de las pruebas que hace el juzgador, en uso de la facultad discrecional que expresamente le concede la ley, no constituye por sí sola, una violación de garantías, a menos que exista una infracción manifiesta en la aplicación de las leyes que regulan la prueba o en la fijación de los hechos o si su estimación se aparte de los principios de la lógica y del buen sentido. Amparo civil directo 1101/52. Vega Vázquez Tiburcio. 11 de junio de 1953. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Ángel González de la Vega. La publicación no menciona el nombre del ponente. 4.- Aunado a lo anterior, considero que el Juez de los autos, erróneamente, pondera algunas pruebas desde una óptica equivocada y muy diferente a la finalidad perseguida, como lo es en este caso, la dependencia económica, ya que, con tal propósito, aporté otros medios de convicción, tales como: a).- Copia Certificada de la Credencial Elector de mi finado hijo ELIMINADO. b).- Certificado de Bachillerato de mi finado hijo ELIMINADO. c).- Certificado de Secundaria de mi finado hijo ELIMINADO. d).-  Copia simple del diploma otorgado a mi finado hijo ELIMINADO, por la ELIMINADO, en razón de haber terminado los estudios correspondientes a la carrera de ELIMINADO. e).- Par de fotografías del ELIMINADO, del cual mi finado hijo ELIMINADO, se hacía cargo en el domicilio que cohabitábamos ubicado en ELIMINADO. En lo relativo a la credencial de elector de mi finado hijo, de donde se advierte que tenía su domicilio en ELIMINADO, lo que supone que él y la suscrita convivíamos bajo el mismo techo donde tenía su ELIMINADO, y, por ende, yo estaba sujeta a sus ingresos, máxime que soy ELIMINADO, según se aprecia del acta de defunción de mi esposo Sr. ELIMINADO, que corre agregada a los autos, circunstancia que no advirtió el Inferior, ya que el ponderar tal medio convictivo, solo menciona que con tal documento se prueba que. “…ELIMINADO fue inscrito en el Registro de Electores con los datos que en dicha credencial se consignan…”, apreciación completamente equivocada, más aún, cuando se trata de un documento con valor probatorio pleno en los términos de los arábigos 323 frac. II, III y IV, 324, 388, y 390 de la Ley Adjetiva Civil en vigor, dado que dicha probanza se trata de un documento oficial, con el que se justifica el domicilio que habitaba mi hijo (juntamente con la suscrita), mismo que señalé en mis generales y los testigos antes citados reafirmaron, deduciéndose el lugar donde tenía establecido el ELIMINADO, y de cuyos ingresos me mantenía. Además, de los certificados por terminación de estudios de bachillerato y de Servicios Educativos de ELIMINADO, con tales documentos, por fuerza, debió hacer suponer al juzgador que, al contar con un grado de estudios, estaba preparado para sostenerme económicamente, aunando el diploma que lo acredita como técnico dental, mas no lo valoró así. En cuanto a la copia del diploma exhibido de mi parte que acredita a ELIMINADO, como ELIMINADO, el sentenciador cita que carece de valor probatorio por tratarse de una copia simple que no produce convicción, cuando lo cierto es, que dicho documento tiene valor probatorio de indicio, por así establecerlo los artículos 280 Frac. VII y 402 del Código de Procedimientos Civiles vigente, por consecución, tal medio convictivo se debe ponderar concatenándolo con las certificaciones de estudios ya mencionadas, justifiquen que mi hijo se encontraba preparado profesionalmente para apoyar en mi manutención. Referente a las dos impresiones fotográficas donde aparece el ELIMINADO, donde mi hijo obtenía el sustento para mi manutención instalado en el mismo domicilio que habitábamos, fueron rechazadas por no reunir las exigencias del artículo 402 de la Ley Adjetiva Civil en vigor, cuando realmente, se les debió ponderar como indicio ya que están reguladas como medio de prueba en la fracción VII, del artículo 280 del Código de Procedimientos Civiles en vigor, aunado a que al concatenarlas con el diverso material probatorio ya citado, debieron justificar la existencia el (sic) lugar en donde trabajaba mi hijo para sostenerme económicamente, lo que no fue advertido en la sentencia refutada, lo que constituye una vulneración de los derechos fundamentales de legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, consagrados por los artículos 14 y 16 de la Carta Magna, además del principio de congruencia y exhaustividad a que aluden los numerales 81 y 83 del Código de Procedimientos Civiles Local. Por su relevancia, hago mención de los siguientes puntos de vista jurisprudenciales: Época: Novena Época Registro: 188128 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XIV, Diciembre de 2001 Materia(s): Común Tesis: VI.1o.P.28 K Página: 1787 PRUEBAS, LA FALTA DE ESTUDIO DE LAS, RESULTA VIOLATORIA DE GARANTÍAS. La omisión del examen, así como la falta de expresión de las razones por las cuales se otorga o niega convicción al material probatorio por el juzgador al momento de emitir una resolución, constituyen vicios que se traducen en violaciones a los artículos 14 y 16 constitucionales, por transgredir el principio de legalidad, dada la falta de motivación de la resolución correspondiente, ya que las pruebas aportadas por la partes deben ser valoradas de manera razonada, al momento de dictarse la resolución. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 273/2001. 12 de julio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. Secretaria: Hilda Tame Flores. Véase: Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo XI, febrero de 1993, página 309, tesis II.2o.85 P, de rubro: "PRUEBAS, FALTA DE ESTUDIO DE LAS. ES VIOLATORIO DE GARANTÍAS.". Época: Octava Época Registro: 217578 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Tomo XI, Enero de 1993 Materia(s): Civil Página: 313 PRUEBAS. FALTA DE ESTUDIO DE LAS. Cuando la autoridad sólo se concreta a señalar que un medio de prueba carece de valor o bien que no tiene un determinado alcance, pero no precisa las circunstancias particulares de esa determinación, ello implica que omitió emprender el estudio de tal probanza. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 330/92. Nicasio Gumaro Xochipa Arenas. 13 de octubre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Tarcicio Obregón Lemus. Secretario: Guillermo Báez Pérez. Época: Octava Época Registro: 228933 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Tomo III, Segunda Parte-2, Enero-Junio de 1989 Materia(s): Común Página: 600 PRUEBA, FALTA DE ESTUDIO DE LA. Si el juzgador omite estimar las pruebas allegadas por una de las partes, ello importa una violación a los artículos 14 y 16 constitucionales y debe concederse el amparo a fin de que se deje sin efecto el fallo reclamado y en su lugar se dicte otro en el que se analicen las pruebas que no fueran estimadas. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo directo 138/89. Esther Romero Pineda. 26 de abril de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: José Ángel Mandujano Gordillo. Secretario: Carlos Manuel Bautista Soto. Reitera el criterio sustentado en la Jurisprudencia 230/85, Octava Parte. Época: Séptima Época Registro: 232144 Instancia: Pleno Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación Volumen 205-216, Primera Parte Materia(s): Común Página: 157 COPIAS FOTOSTATICAS. CONSTITUYEN UN MEDIO DE PRUEBA DIVERSO DE LOS DOCUMENTOS PRIVADOS. De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 129, 133 y 136 del Código Federal de Procedimientos Civiles, las copias fotostáticas no pueden considerarse documentos privados, quedando en cambio comprendidas dentro de los medios de prueba a que se refiere el artículo 93, fracción VII, del aludido código. En consecuencia, para determinar su valor probatorio debe aplicarse el numeral 217 del mismo ordenamiento legal, y no los artículos 205 a 210 que se refieren a la apreciación de los documentos privados, pues de acuerdo con el primero de dichos dispositivos, las copias fotostáticas carecen de valor probatorio pleno si no se encuentran debidamente certificadas, por lo que su valor probatorio es el de un simple indicio, con independencia de que no hayan sido objetadas. Séptima Época, Primera Parte: Volúmenes 145-150, página 37. Amparo en revisión 996/79. Alberto Guilbot Serros y otros. 16 de junio de 1981. Mayoría de dieciséis votos. Disidente: Atanasio González Martínez. Ponente: Francisco H. Pavón Vasconcelos. Volúmenes 163-168, página 35. Amparo en revisión 3014/79. Industrias Químicas de México, S.A. 28 de septiembre de 1982. Unanimidad de dieciséis votos. Ponente: Raúl Cuevas Mantecón. Volúmenes 193-198, página 65. Amparo en revisión 1246/84. Concepción Mira de González y otros. 19 de marzo de 1985. Mayoría de catorce votos. Disidentes: Mariano Azuela Güitrón y Atanasio González Martínez. Ponente: Alfonso López Aparicio. Volúmenes 193-198, página 67. Amparo en revisión 11085/84. Vicente Ugalde Arellano. 7 de mayo de 1985. Mayoría de dieciocho votos. Disidente: Atanasio González Martínez. Ponente: Jorge Olivera Toro. Volúmenes 205-216, página 29. Amparo en revisión 10453/83. Supermercados, S.A. 1o. de abril de 1986. Mayoría de quince votos. Disidentes: Mariano Azuela Güitrón y Atanasio González Martínez. Ponente: Carlos del Río Rodríguez. SEGUNDO AGRAVIO.- 1.- Quebranta el A quo en perjuicio de la suscrita el principio de congruencia que toda resolución judicial debe contener y a que alude el numeral 81 de la Ley Adjetiva Civil Local, al afirmar que “…SIN EMBARGO SUS RESPUESTAS FUERON CATEGÓRICAS AL AFIRMAR QUE ELIMINADO DEPENDÍA ECONÓMICAMENTE DE ELIMINADO PUES NO ESTABLECIERON UNA RELACIÓN DE HECHOS QUE PERMITA DETERMINAR QUE EN REALIDAD LA HOY PROMOVENTE TENIA UNA DEPENDENCIA HACIA EL SEÑOR ELIMINADO POR EL CONTRARIO DE SUS DECLARACIONES SE OBTIENE QUE EL ELIMINADO ERA DE AMBOS Y NO SE DESPRENDE DATO QUE INDIQUE QUE ERA EL SEÑOR ELIMINADO QUIEN PROPORCIONABA A LA SEÑORA ELIMINADO LOS SATISFACTORES INDISPENSABLES PARA SU SUBSISTENCIA, ELEMENTOS NECESARIOS PARA ESTABLECER LA EXISTENCIA DE DEPENDENCIA ECONÓMICA, PUES EL PRIMER TESTIGO SEÑALÓ QUE AMBOS (ELIMINADO Y ELIMINADO) TENÍAN UN ELIMINADO Y EL SEGUNDO MENCIONÓ QUE ELLOS IBAN A ELIMINADO….”. Manifiesta el Juzgador que las respuestas de los testigos presentados fueron categóricas al afirmar que la suscrita dependía económicamente de mi finado hijo, razonamiento que evidentemente me beneficia, pues acepta que mis declarantes expusieron sin dudas, ni reticencias, que la suscrita dependía económicamente de mi hijo ELIMINADO, al reunir en mi concepto las exigencias del arábigo 400 del Código de Procedimientos Civiles Local, más sin embargo, de forma incongruente a lo que había asentado con anterioridad tal fallo, cita que mis testigos no establecieron una relación de hechos que permita determinar que en realidad de mi parte tenía una dependencia hacía mi finado hijo, cayendo el Juez del conocimiento en una evidente contradicción en sus argumentos, pues la palabra “categórica”, según la Real Academia de la Lengua Española, significa “Dicho de un juicio o de un raciocinio: Afirmado o negado sin restricción ni condición.”, por lo que, si por un lado, el A quo reconoce que las declaraciones de mis testigos fueron realizados (sic) de manera categórica, al afirmar que la suscrita dependía económicamente de mi fallecido hijo, ello quiere decir, que sus aseveraciones fueron realizadas, sin vacilaciones, de manera concreta y sin dejar lugar a segundas interpretaciones, por lo que, el propio Inferior desmiente sus “razonamientos” al manifestar en líneas posteriores, que no establecieron una relación de hechos que permita determinar que en realidad la suscrita tenía una dependencia de carácter económico con mi difunto hijo, lo que deviene contradictorio e incongruente, ya que reitero, manifiesta que los atestes de mis declarantes fueron claros y precisos, y después señala que no establecieron una relación de hechos que acredite lo pretendido por la suscrita, lo que se traduce a una incongruencia por parte del resolutor que me deja en estado de indefensión al no poder comprender por qué si, por una parte, la declaración de mis testigos fue directa y sin vacilaciones, y por otra, no le bastaron al Juez sus atestes para demostrar mi acción, máxime que jamás fundó, ni motivó su resolución, pues solo se limitó a decir que lo declarado por mis testigos no era suficiente para acreditar mi pretensión, pero jamás precisó los razonamientos que lo llevaron a tal conclusión, no estableció el valor probatorio de la prueba testimonial según los preceptos legales aplicables, ni adminiculó dicha probanza con los demás medios de prueba allegados por la suscrita, cuando estaba obligado a ello, ya que todo Juzgador tiene la obligación de pronunciarse sobre todos y cada uno de los hechos expuestos a su consideración, así como de estudiar las probanzas ofertadas para demostrar los mismos, argumentando en los razonamientos que, en su criterio, se demuestran o no con tales probanzas y, sobre todo citando los dispositivos legales aplicables al caso concreto, por lo que, en el asunto que nos ocupa, el A quo no señaló imperativo legal alguno que sustentara su negativa de otorgar el debido valor probatorio a lo dicho por mis testigos, no expone cuáles fueron los requisitos legales que no se cumplieron para valorar sus declaraciones, ya que omite razonar por qué los atestes no proporcionan los elementos necesarios para establecer la multicitada dependencia económica, tampoco establece cuáles son elementos a probar en mi solicitud de subordinación económica, quebrantando así en mi perjuicio los principios de congruencia,  exhaustividad, fundamentación y motivación que toda resolución emitida por autoridad judicial debe contener, dejándome en estado de indefensión, al no poder combatir criterios que carecen en su totalidad de apoyo legal. 2.- Pruebas todas las citadas en estos conceptos de violación, que una vez entrelazadas, resulta evidente la comprobación de la citada relación de dependencia económica, es decir, tanto la prueba testimonial ofertada de mi parte, las documentales, copias fotostáticas e impresiones fotográficas, se debieron de concatenar, estudiándolas en su conjunto, para llegar al conocimiento de la verdad, y no de manera aislada como incorrectamente lo hizo el Juzgador, enlazando y relacionando a todas, dado que el derecho procesal rechaza el examen aislado e  independiente de cada prueba, pues la convicción del Resolutor se ha de formar del mismo modo como se forma toda convicción humana, esto es, por el engarce y relación de los diferentes datos que llegan a su conocimiento, y en el caso a examen, el dicho de dos personas que, por sus relaciones habituales con la suscrita estuvieron en posibilidad de conocer los hechos que atestiguan (hijo y ELIMINADO), es suficiente para persuadir el ánimo del Inferior por más que cada una separadamente no lo hubiera logrado. Con lo anterior, queda de manifiesto que el Juzgador hizo uso de un incorrecto arbitrio judicial al demeritar el valor probatorio de los testigos y demás medios de convicción aportados al sumario, es decir, valoró indebidamente las pruebas en comento, ya que no debió aislarlas, sino adminicularlas con el material probatorio ya citado y así concluir que la dependencia económica se justificó fehacientemente, como no lo hizo, ello me provoca agravio. Siendo aplicables los siguientes puntos de vista jurisprudenciales: Época: Séptima Época Registro: 241867 Instancia: Tercera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Volumen 55, Cuarta Parte Materia(s): Común Página: 49 PRUEBAS, VALORACION DE LAS. Para llegar al conocimiento de la verdad, el mejor medio lo constituye la estimación de todas las pruebas que aparezcan en autos, no considerándolas aisladamente, sino adminiculando unas con otras, enlazando y relacionando a todas. Amparo directo 3815/72. Autobuses de Occidente, S.A. de C.V. 16 de julio de 1973. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ernesto Solís López. Época: Séptima Época Registro: 242166 Instancia: Tercera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Volumen 31, Cuarta Parte Materia(s): Civil, Común Página: 72 PRUEBAS, VALORACION DE LAS. El moderno derecho procesal rechaza el examen aislado e independiente de cada prueba, pues la convicción del juzgador se ha de formar del mismo modo como se forma toda convicción humana, esto es, por el engarce y relación de los diferentes datos que llegan a su conocimiento. En un caso a examen, el dicho de cinco personas que, por sus relaciones habituales con las partes estuvieron en posibilidad de conocer los hechos que atestiguan, es suficiente para persuadir el ánimo del juzgador, por más que cada una separadamente no lo hubiera logrado. Hay que concluir, por lo tanto, que la autoridad responsable hizo uso de un prudente arbitrio al fundar su resolución en la prueba testimonial que se analiza. Amparo directo 3616/70. Enrique Aguilera González. 30 de julio de 1971. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Mariano Ramírez Vázquez, en cuya ausencia hizo suyo el proyecto el señor Ministro Carlos del Río Rodríguez. Quinta Época: Suplemento 1956, página 396. Amparo directo 5829/43. Pánfilo Gurrola. 23 de septiembre de 1953. Cuatro votos. La publicación no menciona el nombre del ponente. Época: Sexta Época Registro: 269671 Instancia: Tercera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Volumen CXVII, Cuarta Parte Materia(s): Común Página: 54 PRUEBAS, MANERA DE VALORARLAS. Las pruebas deben valorarse conjuntamente, comparándolas entre sí, pues la omisión en la apreciación de las pruebas rendidas, viola el principio que rige la valoración completa de las pruebas, si no se motiva la desestimación de las mismas. Amparo directo 4309/66. Beltrón de México, S. A. 8 de marzo de 1967. Cinco votos. Ponente: Ramón Canedo Aldrete. Quinta Época: Tomo CXX, página 749. Amparo civil directo 5436/46. Andrew Almazán Juan y coagraviados. 7 de mayo de 1954. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Rafael Matos Escobedo. La publicación no menciona el nombre del ponente. Tomo CXV, página 119. Amparo civil directo 1493/47. Guerra Gregorio, sucesión de. 21 de enero de 1953. Unanimidad de cuatro votos. La publicación no menciona el nombre del ponente. Nota: En el Tomo CXV, página 119, esta tesis aparece bajo el rubro "PRUEBAS, EXAMEN DE LAS.". Época: Novena Época Registro: 184268 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XVII, Mayo de 2003 Materia(s): Civil Tesis: I.6o.C. J/42 Página: 1167 SENTENCIAS, PRINCIPIO DE CONGRUENCIA DE LAS. El principio de congruencia previsto en el artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, consiste en que la autoridad resuelva sobre todas y cada una de las cuestiones oportunamente sometidas a su consideración. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 2485/92. Tráfico y Administración, S.C. 4 de junio de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique R. García Vasco. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez. Amparo directo 3066/2001. Enereo Rolando Elizalde Moreno. 17 de mayo de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas. Secretario: Juan Alfonso Patiño Chávez. Amparo directo 3586/2002. Enrique Miranda Hernández. 6 de junio de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas. Secretario: César Cárdenas Arroyo. Amparo directo 5406/2002. Seguros Bital, S.A., Grupo Financiero Bital. 12 de septiembre de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas. Secretario: Juan Alfonso Patiño Chávez. Amparo directo 8116/2002. Eva López Guido de Picazo y otro. 13 de febrero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo R. Parrao Rodríguez. Secretario: Miguel Ángel Silva Santillán. Época: Séptima Época Registro: 240954 Instancia: Tercera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Volumen 115-120, Cuarta Parte Materia(s): Común Página: 143 SENTENCIAS, PRINCIPIO DE CONGRUENCIA EN LAS. La autoridad judicial, de acuerdo con lo que estatuyen los artículos 1327 del Código de Comercio y 81 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, de aplicación supletoria, debe observar en toda sentencia el principio de congruencia, lo cual estriba en que al resolver lo debe hacer de tal manera que en sus consideraciones y puntos resolutivos sean conformes con los hechos sujetos a debate, mismos que se rigen por la demanda, su contestación, la sentencia de primera instancia y los agravios que se expresan con motivo de la interposición del recurso de apelación en su contra, de tal manera que no se omita el estudio de alguno de ellos ni se introduzca otro ajeno a dicha relación; además, no debe contener consideraciones que se contradigan entre sí o con los puntos resolutivos. Amparo directo 1774/73. Industria Molinera San Bartolomé, S.A. 30 de agosto de 1978. Mayoría de tres votos. Disidentes: Salvador Mondragón Guerra y Raúl Lozano Ramírez. Ponente: J. Ramón Palacios Vargas. Secretario: Carlos A. González Zárate. Época: Séptima Época Registro: 241032 Instancia: Tercera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Volumen 109-114, Cuarta Parte Materia(s): Común Página: 149 SENTENCIAS, CONGRUENCIA DE LAS (LEGISLACION DEL ESTADO DE JALISCO). De acuerdo con lo que estatuye el artículo 79 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Jalisco, la autoridad judicial al dictar sentencia debe ser congruente con la demanda y su contestación y con las demás pretensiones deducidas oportunamente en juicio. El principio de congruencia estriba, según criterio reiteradamente sostenido por esta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la obligación que tiene el Juez en dictar la sentencia cuidando que haya concordancia entre ésta, la demanda y su contestación y en que no existan consideraciones contradictorias entre sí. Amparo directo 6458/77. María Boullosa Carreiro viuda de Vaqueiro y otro. 29 de marzo de 1978. Cinco votos. Ponente: J. Ramón Palacios Vargas. Secretario: Carlos A. González Zárate. Nota: En el Informe de 1978, la tesis aparece bajo el rubro "SENTENCIAS, CONGRUENCIA DE LAS.". Época: Décima Época Registro: 2005968 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 4, Marzo de 2014, Tomo II Materia(s): Constitucional Tesis: I.4o.C.2 K (10a.) Página: 1772 EXHAUSTIVIDAD. SU EXIGENCIA IMPLICA LA MAYOR CALIDAD POSIBLE DE LAS SENTENCIAS, PARA CUMPLIR CON LA PLENITUD EXIGIDA POR EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL. El artículo 17 constitucional consigna los principios rectores de la impartición de justicia, para hacer efectivo el derecho a la jurisdicción. Uno de estos principios es el de la completitud, que impone al juzgador la obligación de resolver todos los litigios que se presenten para su conocimiento en su integridad, sin dejar nada pendiente, con el objeto de que el fallo que se dicte declare el derecho y deje abierto el camino franco para su ejecución o cumplimiento, sin necesidad de nuevos procedimientos judiciales o administrativos. Para cumplir cabalmente con la completitud exigida por la Constitución, se impone a los tribunales la obligación de examinar con exhaustividad todas las cuestiones atinentes al proceso puesto en su conocimiento, y esto se refleja en un examen acucioso, detenido, profundo, al que no escape nada de lo que pueda ser significativo para encontrar la verdad sobre los hechos controvertidos, o de las posibilidades que ofrezca cada medio probatorio. El vocablo exhaustivo es un adjetivo para expresar algo que se agota o apura por completo. El vocablo agotar hace referencia a llevar una acción de la manera más completa y total, sin dejarla inconclusa ni en la más mínima parte o expresión como lo ilustra el Diccionario de la Lengua Española: "Extraer todo el líquido que hay en una capacidad cualquiera; gastar del todo, consumir, agotar el caudal de las provisiones, el ingenio, la paciencia, agotarse una edición; cansar extremadamente". Sobre el verbo apurar, el diccionario expone, entre otros, los siguientes conceptos: "Averiguar o desentrañar la verdad ahincadamente o exponerla sin omisión; extremar, llevar hasta el cabo; acabar, agotar; purificar o reducir algo al estado de pureza separando lo impuro o extraño; examinar atentamente". La correlación de los significados destacados, con miras a su aplicación al documento en que se asienta una decisión judicial, guía hacia una exigencia cualitativa, consistente en que el juzgador no sólo se ocupe de cada cuestión planteada en el litigio, de una manera o forma cualquiera, sino que lo haga a profundidad, explore y enfrente todas las cuestiones atinentes a cada tópico, despeje cualquier incógnita que pueda generar inconsistencias en su discurso, enfrente las diversas posibilidades advertibles de cada punto de los temas sujetos a decisión, exponga todas las razones que tenga en la asunción de un criterio, sin reservarse ninguna, y en general, que diga todo lo que le sirvió para adoptar una interpretación jurídica, integrar una ley, valorar el material probatorio, acoger o desestimar un argumento de las partes o una consideración de las autoridades que se ocuparon antes del asunto, esto último cuando la sentencia recaiga a un medio impugnativo de cualquier naturaleza. El principio de exhaustividad se orienta, pues, a que las consideraciones de estudio de la sentencia se revistan de la más alta calidad posible, de completitud y de consistencia argumentativa. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 401/2013. Carlos Sánchez Castillo. 20 de septiembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretaria: Norma Leonor Morales González. Esta tesis se publicó el viernes 21 de marzo de 2014 a las 11:03 horas en el Semanario Judicial de la Federación. Época: Octava Época Registro: 212254 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Tomo XIII, Junio de 1994 Materia(s): Común Tesis: II.2o.210 K Página: 579 FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. EFECTOS DE LA CONCESION DE AMPARO EN CASO DE FALTA DE. La omisión de la autoridad de revelar los motivos y fundamentos que le sirven de apoyo para dictar un determinado acto, impide calificar la constitucionalidad de su contenido dado que se ignoran cuáles fueron las razones y los preceptos legales que se tuvieron en cuenta para dictarlo; por ello el efecto del amparo que se otorga contra un acto carente de motivación y fundamentación obliga a la autoridad responsable a dejarlo insubsistente, pero no restringe sus atribuciones para dictar otro siempre que cumpla con la exigencia de fundarlo y motivarlo. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo en revisión 65/94. José Antonio Fuentes Alcántara. 4 de mayo de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Solís Solís. Secretario: Joel A. Sierra Palacios. Época: Sexta Época Registro: 802004 Instancia: Segunda Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Volumen XLVIII, Tercera Parte Materia(s): Constitucional Página: 36 FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. El artículo 16 de la Carta Magna es terminante al exigir, para la validez de todo acto autoritario de molestia, que el mismo esté fundado y motivado, debiendo entenderse por fundamentación la cita del precepto que le sirva de apoyo, y por motivación la manifestación de los razonamientos que llevaron a la autoridad a la conclusión de que el acto concreto de que se trate, encuadra en la hipótesis prevista en dicho precepto. No basta, por consiguiente, con que exista en el derecho positivo un precepto que pueda sustentar el acto de la autoridad, ni un motivo para que ésta actúe en consecuencia, sino que es indispensable que se hagan saber al afectado los fundamentos y motivos del procedimiento respectivo, ya que sólo así estará en aptitud de defenderse como estime pertinente. Por otra parte, la circunstancia de que el acto reclamado satisfaga las garantías del mandamiento escrito y de autoridad competente, no le libera del vicio de inconstitucionalidad consistente en la ya apuntada falta de fundamentación, pues todas estas garantías son concurrentes y deben, por lo mismo, ser respetadas por la autoridad en el mismo acto que de ella emane. Amparo en revisión 887/61. José Horacio Septién. 21 de junio de 1961. Cinco votos. Ponente: Felipe Tena Ramírez. TERCER AGRAVIO. 1.- El Juez de los autos, no advirtió ex officio que existen derechos humanos que fueron transgredidos en agravio de mi persona al haberme negado la procedencia de las Diligencias de dependencia económica, no obstante que de ello depende el trámite para obtener ante otras dependencias el recurso económico para mi sobrevivencia porque estaba sujeta al sustento que me daba mi hijo ELIMINADO, violentando en mi perjuicio los derechos humanos a la alimentación de las personas adultas mayores, de acción a la justicia, de audiencia y debido proceso, de legalidad y de igualdad ante la ley, razón por la cual, mediante el presente medio de impugnación, se debe de revocar el fallo de primer grado y ejercer en el presente asunto en mi beneficio el control convencional, en términos de los artículos 1°, 4°, 14, 16, y 133 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, que por su trascendencia me permito transcribir: Artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. “En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”. Artículo 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. “El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo de la familia. toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y el espaciamiento de sus hijos. toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará. Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución. Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley. Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines. Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo. Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado de manera inmediata a su nacimiento. El Estado garantizará el cumplimiento de estos derechos. La autoridad competente expedirá gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento. En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos derechos y principios. El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la niñez. Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifestación cultural. Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la práctica del deporte. Corresponde al Estado su promoción, fomento y estímulo conforme a las leyes en la materia.”. Artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. “A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho. En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho.”.
Artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. “Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros. No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos que establezcan que se ha cometido ese hecho y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión. La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá poner al inculpado a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal. Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención. Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder. En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas de ley. La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de delitos de delincuencia organizada, podrá decretar el arraigo de una persona, con las modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de cuarenta días, siempre que sea necesario para el éxito de la investigación, la protección de personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia. Este plazo podrá prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio Público acredite que subsisten las causas que le dieron origen. En todo caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los ochenta días. Por delincuencia organizada se entiende una organización de hecho de tres o más personas, para cometer delitos en forma permanente o reiterada, en los términos de la ley de la materia. Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia organizada. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley penal. En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia. Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y privacía de las mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas. El juez valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que establezca la ley. Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando, además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor. Los Poderes Judiciales contarán con jueces de control que resolverán, en forma inmediata, y por cualquier medio, las solicitudes de medidas cautelares, providencias precautorias y técnicas de investigación de la autoridad, que requieran control judicial, garantizando los derechos de los indiciados y de las víctimas u ofendidos. Deberá existir un registro fehaciente de todas las comunicaciones entre jueces y Ministerio Público y demás autoridades competentes. Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y límites previstos en las leyes. Los resultados de las intervenciones que no cumplan con éstos, carecerán de todo valor probatorio. La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos. La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará libre de todo registro, y su violación será penada por la ley. En tiempo de paz ningún miembro del Ejército podrá alojarse en casa particular contra la voluntad del dueño, ni imponer prestación alguna. En tiempo de guerra los militares podrán exigir alojamiento, bagajes, alimentos y otras prestaciones, en los términos que establezca la ley marcial correspondiente.”. Artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. “Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.”. 2.- Sin duda alguna, el Inferior transgrede en su resolución  el principio del control constitucional convencional ex officio, por razón de que el derecho a la alimentación de las personas de la tercera edad, de igualdad ante la ley, de acceso a la justicia, de audiencia, de debido proceso y de legalidad, son definidos como principios garantes que no fueron aplicados en mi beneficio contemplados por los artículos 1°, 4°, y 133 de la Carta Magna, por las razones que paso a exponer. El Tribunal de Alzada, con independencia de que la suscrita como persona adulta mayor y madre del Sr. ELIMINADO, de quien dependía económicamente, debe advertir la afectación a mi derecho humano a los alimentos y aplicar en mi favor el principio de control constitucional convencional ex officio, máxime si tomamos en consideración que con el propósito de justificar mi dependencia económica fueron desahogados diversos medios de convicción, los cuales, pido se me tengan por reproducidos en este apartado por economía procesal como si se insertaran a la letra, por lo que, el Tribunal de alzada debe restituirme en los derechos humanos y fundamentales que me fueron afectados, y en consecuencia, al no existir reenvío, reasumir la jurisdicción del Inferior revocando el fallo recurrido y determinar procedentes mis Diligencias de dependencia económica. El razonamiento del Juzgador al señalar improcedentes  mis diligencias, lo hace ponderando la cuestión debatida desde una óptica muy diferente a la que se deduce de los derechos humanos que protegen básicamente la alimentación de las persona adultas mayores, dado que, a la fecha, cuento con 64 sesenta y cuatro años de edad, lo que justifico, aunque en el sumario no obra mi acta de nacimiento, pero si mi credencial de elector, donde se aprecia mi fecha de nacimiento del ELIMINADO, así como del el (sic) acta de nacimiento de mi finado hijo, donde al registrarlo, esto con fecha ELIMINADO, contaba la suscrita con ELIMINADO años de edad, por lo que, al presente año 2019 dos mil diecinueve, nos da una edad de mi persona de ELIMINADO años toda vez, que a la sociedad y al Estado les interesa, de sobremanera, que las personas adultas mayores que carecen de sustento económico, satisfagan esa necesidad  imprescindible en todo ser humano, más al negarme tal derecho el Juez de los autos, con ello, se violentaron en mi agravio los derechos fundamentales consagrados por las garantías de seguridad y legalidad jurídica contenidas en  los artículos 1, 14, 16, y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el derecho que tenemos a un debido proceso, pues del sumario, podemos advertir claramente que aporte a efecto de justificar mi petición las pruebas necesarias, por lo que considero que este Tribunal de apelación debe de aplicar en mi favor el principio de control constitucional convencional ex officio y así determinar que se revoque la resolución recurrida por la franca violación a mis derechos humanos que tengo como gobernada y a que aluden los artículos 1°, 2°, 14, 16, (sic) 133 de la Carta Magna, así como los arábigos 3, 6, 7, 12, 17, 25, párrafo 1, 28, y 29.2 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, y 8.1, y 24 de la Convención Americana de los Derechos Humanos, y ordinales 1°, 2°, 6, Frac. IV y VIII, (sic) 48 de la Ley de las Personas Adultas Mayores para el Estado. Por consecución y tomando en cuenta que la suscrita soy una persona adulta mayor en peligro de afectarme en mi integridad física por la falta de sustento económico, pues la edad de las personas constituye una causa para estimar que se encuentran en estado de vulnerabilidad, dado que juega un doble papel al momento de considerar quiénes son las personas que deben considerarse vulnerables, ya que así se considera que la mínima edad es determinante para actualizar la fragilidad y debilidad de las personas, también se considera que el envejecimiento, propio de una edad avanzada, puede colocar a las personas en ese estado, por ello, en el caso, como ya se precisó, cuento con ELIMINADO años de edad, razón por la que, me encuentro en estado de vulnerabilidad, al ser desposeída de la  posibilidad de acceder algún ingreso derivado de la dependencia económica que tenía para con mi hijo, circunstancia que igualmente deberá ser considerada por este órgano de apelación al momento de emitir su decisión en cuanto a este asunto, más cuando el desarrollo del proceso y la composición misma de la relación procesal es de orden e interés social, además, de constituir una de las condiciones para la emisión de una sentencia válida, ello a fin de evitar la transgresión a mi esfera jurídica, ante una posible situación de desventaja y vulnerabilidad con motivo de mi edad avanzada. Refuerzan mis razonamientos los siguientes criterios jurisprudenciales: Época: Décima Época Registro: 2014880 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 45, Agosto de 2017, Tomo IV Materia(s): Común Tesis: XXVII.3o.121 K (10a.) Página: 2752 ADULTOS MAYORES. AL PERTENECER A UN GRUPO VULNERABLE QUE LOS INCLUYE EN UNA CATEGORÍA SOSPECHOSA, OPERA EN SU FAVOR LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE CONFORME AL ARTÍCULO 79, FRACCIONES VI Y VII, DE LA LEY DE AMPARO. Conforme a los artículos 25, numeral 1, de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 17 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador" y 5o. de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, la simple pertenencia a ese grupo los incluye en una categoría sospechosa. Ello es así, dado que el sistema de producción y reproducción jurídica utiliza parámetros basados indefectiblemente en el paradigma de la persona joven, lo que coloca a los adultos mayores en un estado de predisposición natural de marginación social y eventual pobreza. Así, al colocarse por virtud de su avanzada edad, en situaciones de dependencia, discriminación e, incluso, abandono familiar, se muestra indefectible que las obligaciones estatales de protección y defensa de sus derechos fundamentales devengan permanentes por parte del Estado. De ahí que, en el contexto mencionado, de conformidad con el artículo 79, fracciones VI y VII, de la Ley de Amparo, al verificarse una violación que dejó sin defensa al quejoso, se torna necesario suplir la deficiencia de la queja a su favor en los casos en que resulte probado que pertenece a esa categoría sospechosa y grupo vulnerable, dadas las citadas predisposiciones naturales de marginación social y eventual pobreza en que se encuentra. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. Amparo directo 28/2017. 6 de abril de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Selina Haidé Avante Juárez. Secretario: José Francisco Aguilar Ballesteros. Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa aislada 1a. CCXXIV/2015 (10a.), de título y subtítulo: "ADULTOS MAYORES. AL CONSTITUIR UN GRUPO VULNERABLE MERECEN UNA ESPECIAL PROTECCIÓN POR PARTE DE LOS ÓRGANOS DEL ESTADO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de junio de 2015 a las 9:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, Tomo I, junio de 2015, página 573. Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación. Época: Décima Época Registro: 2003811 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro XXI, Junio de 2013, Tomo 2 Materia(s): Constitucional Tesis: I.5o.C.5 K (10a.) Página: 1226 ADULTOS MAYORES. EL JUZGADOR DEBE TENER EN CUENTA LA CONSIDERACIÓN ESPECIAL HACIA LOS DERECHOS DE AQUÉLLOS, GARANTIZADA EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EN DIVERSAS RECOMENDACIONES Y TRATADOS CELEBRADOS ANTE ORGANISMOS INTERNACIONALES. La consideración especial hacia los derechos de las personas mayores ha sido garantizada no sólo en la legislación local y federal del país, sino, además, en diversas recomendaciones y tratados celebrados ante organismos internacionales. Estas recomendaciones y acuerdos sobre los derechos de las personas de la tercera edad están basados en las premisas fundamentales establecidas por documentos como la Carta de las Naciones Unidas y la Declaración Universal de los Derechos Humanos. De acuerdo con lo expuesto, debe decirse que, si a alguna de las partes en el juicio le corresponde la condición de persona adulta mayor, el juzgador debe analizar las disposiciones legales aplicables al caso en seguimiento de los principios establecidos en los ordenamientos mencionados, así como en el artículo 1o., párrafo segundo, de la Ley Fundamental del país y atender al mayor beneficio que pudiera corresponder al interesado. QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 238/2012. Celia Luna Grajeda, por su propio derecho. 24 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Arturo Morales Serrano. Amparo directo 447/2012. Alejandro Sánchez Ponce, por su propio derecho. 12 de julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Arturo Morales Serrano. Amparo directo 668/2012. María Alicia Gómez López. 7 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Arturo Morales Serrano. 3.- Los derechos humanos son el conjunto de prerrogativas sustentadas en la dignidad humana, cuya realización resulta indispensable para el desarrollo integral de la persona. Este conjunto de prerrogativas se encuentra establecido dentro del orden jurídico nacional en nuestra Constitución Política, Tratados Internacionales y las leyes. El respeto hacia los derechos humanos de cada persona es un deber de todos. Las autoridades en el ámbito de sus competencias tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos consignados a favor del individuo. De igual manera, la aplicación de los derechos humanos a la que se encuentran obligadas todas las autoridades se rige por los principios de universalidad, independencia, individualidad y progresividad. DERECHOS HUMANOS VIOLENTADOS POR LA AUTORIDAD A QUO DERECHO A LA ALIMENTACIÓN Es el derecho humano fundamental que tiene toda persona a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación. DERECHO DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES. Las personas de 60 sesenta años y más son titulares de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de los ordenamientos jurídicos que de ella derivan, teniendo acceso a la justicia para ser oídas, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un Juez o Tribunal competente, independiente e imparcial establecido con anterioridad por la Ley para la determinación de sus derechos patrimoniales de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, debiéndose garantizar la debida diligencia y el trámite preferencial a las personas adultas mayores para la tramitación, resolución y ejecución de las decisiones en procesos judiciales. DERECHO DE AUDIENCIA Y DEBIDO PROCESO. Es el derecho que tiene toda persona para ejercer su defensa y ser oída, con las debidas oportunidades, y dentro de un plazo razonable, por la autoridad competente previo al reconocimiento o restricción de sus derechos y obligaciones, debiendo contemplar una defensa adecuada como la posibilidad legal de reclamar la resolución mediante un recurso eficaz. DERECHO DE IGUALDAD ANTE LA LEY. Todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución, en los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, y en las leyes que de ellos deriven. Todas las personas son iguales ante la Ley. El contenido de la Ley deberá atender a las circunstancias propias de cada persona a fin de crear condiciones que permitan el acceso a su protección en condiciones iguales. DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. Toda persona tiene derecho de actuar ante los Tribunales para que se les administre justicia de manera pronta, completa, imparcial y gratuita. El Estado Mexicano observará que este derecho se realice en condiciones de igualdad y de no discriminación, garantizando en todo momento las formalidades esenciales del procedimiento. Toda persona tiene derecho a acudir ante los jueces o tribunales competentes, para que le amparen contra actos que violen sus derechos humanos. PRINCIPIO DE LEGALIDAD. La autoridad solo puede realizar las atribuciones y funciones que se determinan en la Constitución, Tratados Internacionales o la Ley, prohibiendo que el ejercicio de sus funciones sea arbitrario o abusivo contra la persona. Las personas no pueden ser molestadas en sus bienes, posesiones, familia, integridad o derechos sin que exista un mandamiento escrito emitido por autoridad competente y debidamente fundado y motivado por la autoridad. 4.- El Juez inferior estaba obligado a respetar el principio de control constitucional convencional ex officio existente entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente, en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. Esta función no debe quedar limitada exclusivamente por las manifestaciones o actos de los accionantes en cada caso concreto, aunque tampoco implica que ese control deba ejercerse siempre, sin considerar otros presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones, obligada entonces estaba el A Quo a aplicar los tratados o convenciones internacionales y la jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre otros organismos, lo cual, la obligaba a ejercer un control de convencionalidad entre las normas jurídicas internas y las supranacionales, según criterio emitido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de tal forma, que se deben de aplicar las normas de convencionalidad en aras de respetar el principio del debido proceso a favor de la suscrita, sin que sea óbice la falta de acreditamiento de la dependencia económica (sin conceder) en relación a la aplicación de los derechos humanos y fundamentales, tales principios se encuentran por encima de las normas de la legislación local y en las que incorrectamente se apoyó la autoridad que me negó mi petición, por ello, y ante tal supremacía, está facultado este H. Tribunal de alzada para aplicar tales  ordenamientos que rigen la protección para los adultos mayores respecto de su derecho a los alimentos y estado de pobreza, a efecto de lograr una adecuada impartición de la justicia, de tal forma, que me agravia la sentencia combatida al no respetar el principio de convencionalidad que impone la necesidad de salvaguardar los derechos y sus garantías, es decir, debe esta Autoridad de segunda instancia velar porque los efectos de las disposiciones que integran no se vean mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin mediante el ejercicio del control de convencionalidad entre las normas jurídicas internas contenidas en la legislación local y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Por todo lo anterior, considero que se vulneran dentro del fallo combatido materia del presente recurso de apelación al no recibir una justicia completa e imparcial que asegure la plena satisfacción de los derechos humanos, fundamentales e intereses legítimos en mi persona y el derecho que tengo a recibir alimentos, al no aplicarse en mi beneficio el control de convencionalidad entre las normas jurídicas internas existentes en las Leyes Adjetivas y Sustantivas Civiles que rigen en esta Entidad Federativa y la Convención Americana sobre los Derechos Humanos que establecen la Supremacía en sus leyes y que deben de ser acatadas por esta autoridad a efecto de que se ordene la procedencia en la justificación de las Diligencias de dependencia económica de las que me duelo no se aprobaron, aplicándose así equitativamente las normas del debido proceso consignadas en la Convención de Derechos Humanos. También hago notar que este Cuerpo Colegiado, tomando en consideración los principios de convencionalidad a efecto de aplicar equitativamente las normas del debido proceso consignadas en la Convención de Derechos Humanos, en aras de aplicar una defensa adecuada, debido proceso e impartición de justicia, para que se me respeten los derechos constitucionales de legalidad y seguridad jurídica consagrados por los Artículos 14 y 16 de la Carta Marga, que asegure la plena satisfacción de mis derechos humanos, fundamentales e intereses legítimos que consagran los ordinarios 7, 12, 28, y 29.2 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en relación con los arábigos 8.1, y 24 de la Convención Americana de los Derechos Humanos, es por lo anterior, que considero que este Tribunal se encuentra facultado para revocar la resolución de primera instancia y decretar procedentes mis diligencias. 5.- Finalmente, al ser resolución combatida violatoria de los derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica contenidos en los artículos 1°, 14, y 16 del Pacto Federal, lo procedente, es conceder la revocación e insubsistencia jurídica de la determinación emitida por el Juez de los autos, emitiendo un nuevo veredicto donde proceda mi solicitud tomando en consideración que no se advirtió ex officio que existen derechos humanos que fueron transgredidos por la (sic) Juez de los autos en agravios (sic) la aquí apelante, lo que se traduce en la vulneración a los derechos humanos a la alimentación de las personas adultas mayores, de acción a la justicia, de audiencia y debido proceso, de legalidad y de igualdad ante la ley, razón por la cual, se debe ejercer en el presente asunto el control convencional, en termino (sic) de los artículos 1°, y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y sin más límite a su libertad de jurisdicción que la citada aplicación de los derechos humanos en mi beneficio. Cito en apoyo a mis razonamientos los siguientes criterios: Época: Décima Época Registro: 2009452 Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 19, Junio de 2015, Tomo I Materia(s): Constitucional Tesis: 1a. CCXXIV/2015 (10a.) Página: 573 ADULTOS MAYORES. AL CONSTITUIR UN GRUPO VULNERABLE MERECEN UNA ESPECIAL PROTECCIÓN POR PARTE DE LOS ÓRGANOS DEL ESTADO. Del contenido de los artículos 25, párrafo 1, de la Declaración Universal de Derechos Humanos; así como del artículo 17 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, "Protocolo de San Salvador", se desprende la especial protección de los derechos de las personas mayores. Por su parte, las declaraciones y compromisos internacionales como los Principios de las Naciones Unidas a Favor de las Personas de Edad, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1991 en la Resolución 46/91; la Declaración sobre los Derechos y Responsabilidades de las Personas de Edad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas de 1992 o los debates y conclusiones en foros como la Asamblea Mundial del Envejecimiento en Viena en 1982, la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos en 1993 (de la que emanó la Declaración citada), la Conferencia Mundial sobre Población de El Cairo en 1994, y la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social de Copenhague en 1995, llevan a concluir que los adultos mayores constituyen un grupo vulnerable que merece especial protección por parte de los órganos del Estado, ya que su avanzada edad los coloca con frecuencia en una situación de dependencia familiar, discriminación e incluso abandono. Lo anterior no implica, sin embargo, que en todos los casos en los que intervengan deba suplirse la deficiencia de la queja. Amparo directo en revisión 4398/2013. 2 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. Esta tesis se publicó el viernes 26 de junio de 2015 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación. Época: Novena Época Registro: 168177 Instancia: Segunda Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIX, Enero de 2009 Materia(s): Constitucional Tesis: 2a. CLXII/2008 Página: 781 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SU APLICACIÓN DIRECTA CORRESPONDE INDISTINTAMENTE A TODAS LAS AUTORIDADES ORDINARIAS O DE CONTROL CONSTITUCIONAL, SIEMPRE Y CUANDO NO DESAPLIQUEN, PARA ESE EFECTO, UNA LEY SECUNDARIA. Los artículos 40 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consagran el principio de supremacía constitucional, en tanto disponen que la Constitución es la ley fundamental o suprema, naturaleza que niega la posibilidad de que esté sometida a otro cuerpo normativo superior y, en cambio, requiere que todo le sea inferior y que cada acto de autoridad esté de acuerdo con ella. Por tanto, en términos generales, todas las autoridades ordinarias o de control constitucional, están obligadas a aplicarla directamente, particularmente cuando se está en presencia de derechos fundamentales, aplicación que ya ha reconocido la Suprema Corte de Justicia de la Nación en diversos precedentes. No obstante, las autoridades distintas a los Jueces Constitucionales del Poder Judicial de la Federación deben aplicar directamente la Constitución hasta el límite de lo dispuesto en una ley formal y material; es decir, sólo deben aplicar e interpretar los contenidos constitucionales. Contradicción de tesis 146/2008-SS. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito y el entonces Primer Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito (actualmente Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del propio circuito). 26 de noviembre de 2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Francisco García Sandoval. Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema de la contradicción planteada. Época: Novena Época Registro: 170012 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXVII, Marzo de 2008 Materia(s): Civil Tesis: I.3o.C.672 C Página: 1820 SENTENCIAS EN MATERIA CIVIL. EL ANÁLISIS DIRECTO DE SU CONSTITUCIONALIDAD SE DEBE REALIZAR ÚNICAMENTE A TRAVÉS DE LAS GARANTÍAS ESTABLECIDAS EN LOS ARTÍCULOS 14, 16 Y 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. La sentencia es el acto a través del cual el Estado, mediante su facultad de administración de justicia, aplica la ley a un caso concreto y determina la protección a un determinado derecho cuando existen intereses en conflicto; esto es, a través de la sentencia, el juzgador individualiza las diversas hipótesis que el legislador establece en la ley a efecto de resolver el conflicto de intereses que es sometido a su conocimiento, de tal manera que su actividad se constriñe a la aplicación o interpretación de la ley adjetiva (en el caso de las normas que rigen el procedimiento a efecto de que se constituya debidamente la relación procesal que le permita pronunciarse en relación con lo pedido) o sustantiva (relativa a la pertenencia o no del derecho subyacente en la pretensión). Por ende, si se reclama de manera directa la inconstitucionalidad de una sentencia, ésta sólo se puede actualizar en virtud de las infracciones que se hubieran cometido en relación con los actos que preparan su dictado (procesales) o al momento en que se emitió la misma (formales y de fondo). En el aspecto procesal, previo a su dictado se deben observar las formalidades esenciales del procedimiento, esto es, las condiciones necesarias a efecto de que la relación procesal se encuentre debidamente constituida para con ello otorgar una oportunidad de defensa razonable a las partes que intervengan en el mismo (artículo 14, párrafo segundo de la Carta Magna). En el aspecto formal, la sentencia debe dictarse de manera completa, esto es, en concordancia con lo planteado por las partes cuestión que se conoce como congruencia externa y con razonamientos que no resulten contradictorios entre sí para lograr ser congruente internamente (artículo 17, segundo párrafo de la Carta Magna). Por lo que toca al aspecto de fondo, las sentencias deben dictarse conforme a la letra de la ley emitida con anterioridad al hecho a juzgar (irretroactividad), su interpretación o, a falta de ambas, en atención a los principios generales del derecho, para lo cual deben citar el precepto legal con sustento en el cual fueron emitidas y las razones por las cuales se considera aplicable el mismo, requisitos que se conocen como fundamentación y motivación (artículos 14, párrafo cuarto y 16, párrafo primero, de la Constitución Federal). De tal manera que, si la determinación del juzgador a través de una sentencia definitiva presupone estar fundamentada en la voluntad del legislador, esa determinación no puede afectar de manera directa derechos fundamentales diversos a los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por cuanto hace a la materia civil, ya que, en todo caso, por su naturaleza intrínseca, es a través de la aplicación de la ley que una sentencia tiene sus efectos privativos. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 115/2007. María de Jesús Butrón Hernández. 4 de octubre de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretario: Salvador Andrés González Bárcena.”. (fojas 45 cuarenta y cinco frente a 69 sesenta y nueve frente del expediente).




SEGUNDO.- Analizadas las constancias de autos en relación con los motivos de inconformidad vertidos por la promovente y apelante ELIMINADO, cuyo estudio se realiza de manera conjunta, dada su estrecha vinculación, se arriba a la convicción de que los mismos son esencialmente fundados y suficientes para revocar el fallo recurrido; ello, particularmente, al tratarse de una persona adulta mayor, cuyo interés es superior, por encontrarse en un estado especial de vulnerabilidad, que merece especial atención; sin que en el caso sea necesario, suplir la deficiencia de la queja, ni ejercerse el control de constitucionalidad o convencionalidad ex officio que solicita la inconforme en su escrito de expresión de agravios, en parte de su tercer motivo de inconformidad; lo anterior, en atención a las siguientes consideraciones:



Previo a exponer las razones que conducen a este Tribunal de Alzada a concluir de tal manera, y para una mejor comprensión del asunto que nos ocupa, resulta conveniente resaltar los antecedentes del mismo, siendo éstos los siguientes:




El 10 diez de septiembre del año 2018 dos mil dieciocho, la interesada y aquí inconforme ELIMINADO, compareció ante el Juzgado Especializado en Divorcio Voluntario y de Órdenes de Protección de Emergencia y Preventivas en Favor de las Mujeres de esta capital, promoviendo en la vía de jurisdicción voluntaria, diligencias de información testimonial por la declaración judicial de dependencia económica a la que señaló estaba sujeta de su hijo ELIMINADO, ya fallecido; para lo cual, como hechos constitutivos de su escrito inicial, narró los siguientes: “1.- La suscrita con fecha ELIMINADO, celebré matrimonio civil con el Sr. Sr. (sic) (se repite) ELIMINADO, ante la fe del Oficial del Registro Civil en el Municipio de ELIMINADO, asentándose dicho enlace civil bajo el Acta No. ELIMINADO, de la mencionada Oficialía, como se justifica con el acta de matrimonio que acompaño. 2.- Procreamos a nuestros 02 hijos de nombres ELIMINADO, ambos de apellidos ELIMINADO, quienes fueron registrados ante la fe del Oficial del Registro Civil del Municipio de ELIMINADO, tal y como lo justifico con las correspondientes Actas de Nacimiento que adjunto a este ocurso. 3.- Con fecha ELIMINADO, falleció en ELIMINADO, mi consorte Sr. ELIMINADO, registrándose su deceso bajo el Cuaderno de Defunciones, Acta No. ELIMINADO, de la Oficialía Quinta del Registro Civil en ELIMINADO, tal y como lo demuestro con la correspondiente Acta de Defunción que adjunto a este escrito. 4.- Establecimos nuestro domicilio conyugal en el inmueble ubicado en ELIMINADO. 5.- Mi hijo ELIMINADO, tuvo estudios de ELIMINADO, pero desde hace muchos años mejor se dedicó al (sic) ELIMINADO, habiendo instalado un ELIMINADO, anexo al domicilio que habitamos ubicado en ELIMINADO, lugar donde tenía un ELIMINADO. También cada mes mi hijo ELIMINADO, acudía a la ELIMINADO, particularmente a ELIMINADO, donde su hermano ELIMINADO, tiene una ELIMINADO, y le compraba ELIMINADO. De ambas fuentes de trabajo, obtenía ingresos suficientes para la manutención de la suscrita, y de él mismo, corriendo de su cuenta todos los gastos de comida, vestido, etc., que de mi parte requería, por ser la suscrita una persona de edad avanzada, ya que cuento con ELIMINADO años de edad, siendo ELIMINADO, agregando que vivíamos juntos en el citado inmueble ubicado en ELIMINADO. 4.- (sic) (se repite) Bajo protesta de decir verdad, manifiesto que LA SUSCRITA DEPENDÍA ECONÓMICAMENTE DE MI HIJO ELIMINADO, dado que vivíamos juntos en la indicada vivienda, donde existe un ELIMINADO, donde se dedicaba a su actividad como ELIMINADO, manteniendo todos mis gastos por ser la suscrita una persona de la tercera edad, por ende, mi hijo corría con todos los gastos para mi sostenimiento. 5.- (sic) (se repite) Desgraciadamente, el día ELIMINADO, falleció en ELIMINADO, mi hijo ELIMINADO, defunción registrada ante la fe del Oficial Quinto del Registro Civil de ELIMINADO, tal y como lo acredito con su correspondiente Acta de Defunción que acompaño a esta petición, dejándome sin el sustento económico que de él recibía. Finalmente, señalo que mi extinto hijo ELIMINADO.”, (fojas 1 uno frente y 2 dos frente de los autos que conforman el sumario).



Para ello, la promovente ELIMINADO, acompañó a su escrito inicial, las documentales consistentes en: 



1.- Original del acta de nacimiento expedida por la directora del registro civil del Estado de ELIMINADO, donde se hace constar que en la oficialía primera del registro civil de ELIMINADO, se encuentra registrado el nacimiento de ELIMINADO, el ELIMINADO, mismo que quedó asentado bajo el acta número ELIMINADO, a fojas ELIMINADO, del libro ELIMINADO, de nacimientos de aquel año, cuya fecha de nacimiento lo fue el día ELIMINADO, siendo sus padres ELIMINADO. (foja 5 cinco frente del expediente).



2.- Original del acta de defunción expedida por la directora del registro civil del ELIMINADO, donde se hace constar que en la oficialía quinta del registro civil de ELIMINADO, se encuentra registrado el fallecimiento de ELIMINADO, el ELIMINADO, mismo que quedó asentado bajo el acta número ELIMINADO, a fojas ELIMINADO, del libro de defunciones de aquel año, cuya fecha de fallecimiento lo fue el día ELIMINADO. (foja 6 seis frente de los autos que conforman el sumario).



3.- Original del acta de defunción expedida por la directora del registro civil del ELIMINADO, donde se hace constar que en la oficialía quinta del registro civil de ELIMINADO, se encuentra registrado el fallecimiento de ELIMINADO, el ELIMINADO, mismo que quedó asentado bajo el acta número ELIMINADO, a fojas ELIMINADO, del libro de defunciones de aquel año, cuya fecha de fallecimiento lo fue el día ELIMINADO. (foja 7 siete frente del expediente).



4.- La copia certificada por el licenciado ELIMINADO, notario público adscrito a la notaría pública número 1 uno, con sede en esta ciudad, cuyo titular lo es el licenciado ELIMINADO, de la credencial para votar con fotografía de ELIMINADO, expedida por el Registro Federal de Electores del Instituto Nacional Electoral (INE), a la cual le corresponde el número ELIMINADO, y la clave de elector ELIMINADO. (foja 8 ocho frente y 9 nueve frente de los autos que conforman el sumario).

 


5.- Original del duplicado del certificado de terminación de estudios de bachillerato con la capacitación específica de ELIMINADO, de ELIMINADO, al que le corresponde el folio número ELIMINADO, expedido por el director general, director académico y jefa del departamento de control escolar del colegio de bachilleres del Estado de ELIMINADO, de ELIMINADO, mismo que cursó en el plantel número ELIMINADO, bajo la matrícula ELIMINADO. (foja 10 diez frente y vuelta del expediente).



6.- Original del certificado de terminación de estudios de secundaria, de ELIMINADO, al que le corresponde el folio número ELIMINADO, expedido por los servicios educativos del Estado de ELIMINADO, del sistema educativo nacional, de ELIMINADO, mismo que cursó en la escuela ELIMINADO, con la clave ELIMINADO. (foja 11 once frente y vuelta de los autos que conforman el sumario).



7.- Copia fotostática simple del diploma de terminación de los estudios de ELIMINADO, expedido por el director, asesor y coordinadora, de la escuela técnica de protesistas dentales de ELIMINADO, de ELIMINADO. (foja 12 doce frente del expediente).



8.- Dos fotografías del ELIMINADO, (ELIMINADO), ubicado en ELIMINADO. (foja 13 trece frente de los autos que conforman el sumario).



Mediante proveído de 11 once de septiembre del año próximo pasado, se admitieron y radicaron las diligencias que nos ocupan, en la vía de jurisdicción voluntaria intentada, ordenándose publicar edictos por 3 tres veces consecutivas en los periódicos Oficial del Estado y Pulso de esta capital, llamando a oposición a algún interesado, quienes tienen derecho a intervenir en el procedimiento, hasta antes de que exista resolución firme; edictos que en la especie fueron publicados los días 31 treinta y uno de octubre, 2 dos de noviembre y 5 cinco de noviembre, todos del año 2018 dos mil dieciocho, por cuanto se refiere al Periódico Oficial del Estado, y 23 veintitrés, 24 veinticuatro y 25 veinticinco, todos del mes de octubre del año próximo pasado, por cuanto atañe a los que fueron publicados en el Periódico Pulso de esta ciudad, los cuales fueron exhibidos en su debida oportunidad por la promovente.




De igual manera, en el aludido auto de radicación, se ordenó dar vista a la agente del ministerio público adscrita al juzgado del conocimiento, para que dentro del término de 3 tres días, manifestara lo que a esa representación social convenía, lo que así hizo a través de su oficio número 998/2018, recibido en el juzgado de origen el 13 trece de septiembre del año 2018 dos mil dieciocho, donde expresa que no hay oposición de su parte a la solicitud realizada por la promovente.




Asimismo, en el acuerdo de mérito, se señaló fecha y hora para la celebración de la testimonial ofrecida, la cual tuvo lugar el día 20 veinte de septiembre del año próximo pasado, a las 11:00 once horas, en donde se recibió 9.- El testimonio de los testigos presentados por la interesada de nombres ELIMINADO y ELIMINADO, la primera como ELIMINADO de la promovente, y el segundo quien dijo ser ELIMINADO de la promovente ELIMINADO y ELIMINADO de ELIMINADO; testigos que en sus declaraciones, manifestaron, la primera de ellos ELIMINADO: “A LA PRIMERA.- QUE DIGA EL (sic) TESTIGO SI conoce a la señora ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: sí.- A LA SEGUNDA.- QUE DIGA EL (sic) TESTIGO SI conoció al señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: sí.- A LA TERCERA.- QUE DIGA EL (sic) TESTIGO qué parentesco tenían dichas personas.- Calificada de legal y formulada dijo: sí, mamá e hijo.- A LA CUARTA.- QUE DIGA EL (sic) TESTIGO con qué fecha falleció el señor ELIMINADO.- Calificada de improcedente por ser un hecho notorio que está planamente demostrado y por lo tanto resulta innecesario preguntar a la testigo.- A LA QUINTA.- QUE DIGA EL (sic) TESTIGO cuál era el domicilio del señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: ELIMINADO.- A LA SEXTA.- QUE DIGA EL (sic) TESTIGO con quién vivía el señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: con su mamá.- A LA SÉPTIMA.- QUE DIGA EL (sic) TESTIGO en qué trabajaba el señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: ahí mismo en su domicilio ELIMINADO.- A LA OCTAVA.- QUE DIGA EL (sic) TESTIGO en qué domicilio desarrolla (sic) su trabajo el señor ELIMINADO.- Calificada de improcedente, puesto que ya contestó ese hecho la testigo.- A LA NOVENA.- QUE DIGA EL (sic) TESTIGO qué personas dependían del señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: su mamá, nada más.- A LA DÉCIMA.- QUE DIGA EL (sic) TESTIGO el estado civil del señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: ELIMINADO.- A LA DÉCIMA PRIMERA.- Que diga el (sic) testigo el nombre de los hijos del señor ELIMINADO.- Calificada de procedente respondió: ELIMINADO- La parte oferente no desea formular más preguntas por lo cual se pide al testigo LA RAZÓN DE SU DICHO, y MANIFIESTA: Que lo anterior lo sé y me consta porque fuimos vecinos muchos años, y nos conocimos desde que llegamos a esa colonia, fuimos ELIMINADO y ELIMINADO muchos años, y tenían ese ELIMINADO juntos entre ELIMINADO y su mamá lo trabajaban y nunca le conocía que tuviera ELIMINADO”, en tanto que el segundo de los testigos ELIMINADO, declaró: “A LA PRIMERA.- QUE DIGA EL TESTIGO SI conoce a la señora ELIMINADO.- Calificada de improcedente, toda vez que el testigo afirmó que la promovente es su madre.- A LA SEGUNDA.- QUE DIGA EL TESTIGO SI conoció al señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: sí, era mi hermano.- A LA TERCERA.- QUE DIGA EL TESTIGO qué parentesco tenían dichas personas.- Calificada de improcedente, en virtud de las respuestas anteriores. A LA CUARTA.- QUE DIGA EL TESTIGO con qué fecha falleció el señor ELIMINADO.- Calificada de improcedente por ser un hecho que está plenamente demostrado y por lo tanto resulta innecesario preguntar a la (sic) testigo.- A LA QUINTA.- QUE DIGA EL TESTIGO cuál era el domicilio del señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: ELIMINADO.- A LA SEXTA.- QUE DIGA EL TESTIGO con quién vivía el señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: con mi mamá.- A LA SÉPTIMA.- QUE DIGA EL TESTIGO en qué trabajaba el señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: tenía ELIMINADOA LA OCTAVA.- QUE DIGA EL TESTIGO en qué domicilio desarrolla (sic) su trabajo el señor ELIMINADO.- Calificada de procedente, contesta.- Ahí mismo en el domicilio de mi mamá.- A LA NOVENA.- QUE DIGA EL TESTIGO qué personas dependían del señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: mi mamá, ELIMINADO, nada más.- A LA DÉCIMA.- QUE DIGA EL TESTIGO el estado civil del señor ELIMINADO.- Calificada de legal y formulada dijo: ELIMINADO.- A LA DÉCIMA PRIMERA.- Que diga el testigo el nombre de los hijos del señor ELIMINADO.- Calificada de procedente respondió: ELIMINADO- La parte oferente no desea formular más preguntas por lo cual se pide al testigo LA RAZÓN DE SU DICHO, y MANIFIESTA: Que lo anterior lo sé y me consta porque yo a veces venía para acá y ahí estaban ellos, o ellos iban para allá, a traer mercancía que les pedían cada mes iban o venía yo.”. (fojas 16 dieciséis vuelta, 18 dieciocho frente y vuelta y 19 diecinueve frente y vuelta del expediente).




Seguido que fue el procedimiento por sus trámites legales, el 16 dieciséis de enero del año en curso, se citó a las partes para resolver en definitiva el presente asunto, lo que así aconteció a través de la sentencia definitiva ahora apelada, de 21 veintiuno de enero del presente año, en donde se declararon improcedentes las diligencias de jurisdicción voluntaria por declaración judicial de dependencia económica, promovidas por ELIMINADO, al no haberse justificado los hechos que la motivaron; ello, debido a que con el cúmulo probatorio ahí examinado, en lo particular, con la testimonial recibida antes transcrita, no se acreditó fehacientemente que la promovente tenía una dependencia económica de su hijo ELIMINADO, cuando éste último vivía.



Sentencia definitiva en cuestión, cuyo considerando tercero, en donde se llevó a cabo el estudio del fondo del negocio judicial de que se trata, en lo particular de la acción intentada, es del tenor literal siguiente: “TERCERO.- En cuanto a la solicitud planteada, la cual no reviste controversia alguna, examinados los autos debe decirse primeramente que las presentes diligencias no son materia de resolución, ya que los efectos de la misma serán únicamente declarativos, sin embargo no obsta para que el Suscrito proceda a valorar las pruebas ofrecidas por la citada promovente, a efecto de analizarlos y ver si se reúnen los requisitos de ley y que son: a).- Copia certificada del acta de nacimiento de ELIMINADO. La que tiene pleno valor dado que se trata de un documento público, al ser expedida por funcionario en ejercicio de sus atribuciones, pero es apta únicamente para acreditar el entroncamiento entre la promovente y el registrado, con fundamento en los artículos 323, fracciones II, III y IV, 388 y 390 del Código de Procedimientos Civiles del Estado. b).- Copias certificadas de defunción de ELIMINADO y ELIMINADO, mismas que tienen, al igual que la anterior, la calidad de documento público y por lo tanto con fundamento en los artículos 323, fracciones II, III y IV, 388 y 390 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, tiene (sic) pleno valor, pero es (sic) eficaz (sic) solo para acreditar el fallecimiento de los mencionados. c).- Certificación de copia fotostática de credencial de elector expedida por el Instituto Nacional Electoral en favor de ELIMINADO. La que por ser emitida por autoridad en ejercicio de sus facultades y con fundamento en los artículos 323, fracciones II, III y IV, 324, 388 y 390 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, tiene pleno valor y es apta solo para demostrar que el señor ELIMINADO, fue inscrito en el registro de electores con los datos que en dicha credencial se consignan. d).- Certificado de terminación de estudios expedido por el ELIMINADO, en favor de ELIMINADO. e).- Certificado de terminación de estudios expedido por los Servicios Educativos de ELIMINADO, en favor de ELIMINADO. Documentos los dos anteriores que tienen valor probatorio pleno al ser expedidos por servidor público en ejercicio de sus funciones y son eficaces para demostrar que el señor ELIMINADO, cursó estudios de secundaria y bachillerato, valoración que se hizo con fundamento en los artículos 323, fracciones II, III y IV, 324, 388 y 390 del Código de Procedimientos Civiles del Estado. g).- (sic) Copia simple de diploma expedido en favor de ELIMINADO, la cual carece de valor probatorio al tratase de una copia simple que por ser obtenida a través de procedimientos fotográficos no produce convicción pues es factible su edición. h).- (sic) Dos impresiones fotográficas. Mismas que carecen de eficacia al no constar en ellas certificación de la fecha y lugar en que fueron obtenidas, por lo cual no cumplen con las exigencias a que se refiere el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles del Estado. Se desahogó la prueba testimonial a cargo de ELIMINADO y ELIMINADO, quienes expresaron en lo sustancial, que conocieron a ELIMINADO, y conocen a ELIMINADO, quienes tenían una relación de madre e hijo, que saben y les consta que ELIMINADO, tenía su domicilio en ELIMINADO, y que su madre ELIMINADO, vivía con él, que tenía un ELIMINADO, que ELIMINADO, no tuvo ELIMINADO. Sin embargo, sus respuestas fueron categóricas al afirmar que ELIMINADO, dependía económicamente de ELIMINADO, pues no establecieron una relación de hechos que permita determinar que en realidad la hoy promovente tenía una dependencia hacia el señor ELIMINADO, por el contrario de sus declaraciones se obtiene que el ELIMINADO, era de ambos y no se desprende dato que indica que era el señor ELIMINADO, quien proporcionaba a la señora ELIMINADO, los satisfactores indispensables para su subsistencia, elementos necesarios para establecer la existencia de dependencia económica, pues el primer testigo señaló que ambos (ELIMINADO y  ELIMINADO) tenían un ELIMINADO, y el segundo mencionó que ellos iban a ELIMINADO. De esa manera con fundamento en los artículos 354 y 400 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, los testigos no son aptos para corroborar los hechos en que sustentó su pretensión la promovente y ante ello se declaran improcedentes las presentes diligencias de jurisdicción voluntaria para el fin que se solicitaron.”. (fojas 36 treinta y seis frente a 37 treinta y siete frente de los autos que conforman el sumario).




Ahora bien, los motivos de disenso, por cuestión de método y técnica jurídica, serán abordados en forma conjunta, no respetando necesariamente el orden de su aparición, sin que ello implique que todo lo ahí argumentado sea fundado o procedente, ya que como ha quedado establecido al principio de este considerando, en la especie, se concluye, que los conceptos de agravio vertidos por la recurrente ELIMINADO, son esencialmente fundados y suficientes para revocar la resolución apelada, sin que ello implique que sean acertados en su totalidad; ello, particularmente, al tratarse la inconforme, de una persona adulta mayor, cuyo interés es superior, por encontrarse en un estado especial de vulnerabilidad, que merece especial atención por parte de esta autoridad judicial; sin que en el caso sea necesario, suplir la deficiencia de la queja, ni ejercerse el control de constitucionalidad o convencionalidad ex officio que solicita la aquí apelante en parte de su tercer concepto de agravio; lo anterior, con motivo de las siguientes consideraciones:



En primer término, esta Tercera Sala advierte que como lo asevera la recurrente en su escrito de inconformidad, particularmente, en una parte de su tercer concepto de agravio, nos encontramos en el contexto de particular vulnerabilidad de la promovente y aquí apelante ELIMINADO, derivada de su condición especial de tratarse de un adulto mayor o de la tercera edad, porque cuenta actualmente con una edad mayor a la de 60 sesenta años, en la especie, al tener ELIMINADO años cumplidos, según se desprende, tanto de: a).- La clave de elector de su credencial para votar con fotografía, expedida por el Registro Federal de Electores del Instituto Federal Electoral (IFE), ahora Instituto Nacional Electora (INE), a la cual le corresponde el número ELIMINADO, y la clave de elector ELIMINADO, cuyo original exhibió al juzgado del conocimiento, en la diligencia de desahogo de la información testimonial que ofreció la interesada, recibida el 20 veinte de septiembre del año 2018 dos mil dieciocho, a las 11:00 once horas, que le fue regresada a la aquí inconforme, y cuya copia simple, se encuentra agregada a los autos que conforman el sumario, a foja 22 veintidós frente, de donde se advierte de tal clave de elector, que su fecha de nacimiento, lo fue el día ELIMINADO, por lo que en la actualidad, cuenta ya con ELIMINADO años de edad cumplidos; así como con: b).- El original del acta de nacimiento de su fallecido hijo ELIMINADO, expedida por la directora del registro civil del Estado de ELIMINADO, donde se hace constar que en la oficialía primera del registro civil de ELIMINADO, se encuentra registrado el nacimiento de tal persona, el ELIMINADO, mismo que quedó asentado bajo el acta número ELIMINADO, a fojas ELIMINADO, del libro ELIMINADO, de nacimientos de aquel año, cuya fecha de nacimiento lo fue el día ELIMINADO; fecha de registro de tal nacimiento, en la que la promovente y aquí apelante ELIMINADO, como madre de aquella persona extinta, contaba en ese entonces, con una edad de ELIMINADO años, según se aprecia del contenido de la propia acta de nacimiento, que obra a foja 5 cinco frente del expediente, por lo que a la fecha, han transcurrido ELIMINADO años, sumados, nos da su edad actual de ELIMINADO de edad cumplidos antes indicada; documentos públicos, que tienen pleno valor probatorio, en términos de los artículos 280 fracción II, 323, fracciones II y IV, y 388 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de los que se desprende con claridad, como ha quedado establecido en líneas que anteceden, que la aquí apelante ELIMINADO, se trata de una persona adulta mayor o de la tercera edad, quien en su escrito inicial arguye que es dependiente económico de su hijo fallecido ELIMINADO, de quien provenía su subsistencia, y por tanto, una persona vulnerable, cuyo trato por parte de la autoridad judicial debe ser en especial atención a su condición, porque así lo establecen las siguientes disposiciones constitucionales, convencionales y legales, así como los criterios sostenidos por el Poder Judicial de la Federación que a continuación se enumeran:



Al respecto, la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí establece, en su artículo 12, lo siguiente: “ART. 12.- La Familia constituye la base fundamental de la sociedad. La familia, las personas con discapacidad, los senectos y los niños y las niñas serán objeto de especial protección por parte de las autoridades, y las disposiciones legales que al efecto se dicten serán de orden público e interés social.”. (lo subrayado es añadido).



La Declaración Universal de Derechos Humanos, en su artículo 25, párrafo 1 uno, refiere: “ART. 25.- 1.- Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.”. (lo subrayado es añadido).



Por su parte, el Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo De San Salvador", estatuye: “ART. 17. Protección de los ancianos. Toda persona tiene derecho a protección especial durante su ancianidad. En tal cometido, los Estados Partes se comprometen a adoptar de manera progresiva las medidas necesarias a fin de llevar este derecho a la práctica y en particular a: a. Proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación y atención médica especializada a las personas de edad avanzada que carezcan de ella y no se encuentren en condiciones de proporcionársela por sí mismas; b. Ejecutar programas laborales específicos destinados a conceder a los ancianos la posibilidad de realizar una actividad productiva adecuada a sus capacidades respetando su vocación o deseos; c. Estimular la formación de organizaciones sociales destinadas a mejorar la calidad de vida de los ancianos.”. (lo subrayado es añadido).



A su vez, la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, en sus numerales 3°, y 5°, en su parte conducente, disponen: “ART 3°.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: I. Personas adultas mayores. Aquellas que cuenten con sesenta años o más de edad y que se encuentren domiciliadas o en tránsito en el territorio nacional.”; “ART. 5°.- De manera enunciativa y no limitativa, esta Ley tiene por objeto garantizar a las personas adultas mayores los siguientes derechos: I. De la integridad, dignidad y preferencia: a. A una vida con calidad. b. Al disfrute pleno, sin discriminación ni distinción alguna, de los derechos que ésta y otras leyes consagran.
… f. A recibir protección por parte de la comunidad, la familia y la sociedad, así como de las instituciones federales, estatales y municipales. II. De la certeza jurídica: a. A recibir un trato digno y apropiado en cualquier procedimiento judicial que los involucre, ya sea en calidad de agraviados, indiciados o sentenciados.
b. A recibir el apoyo de las instituciones federales, estatales y municipales en el ejercicio y respeto de sus derechos… d. En los procedimientos que señala el párrafo anterior, se deberá tener atención preferente en la protección de su patrimonio personal y familiar y cuando sea el caso, testar sin presiones ni violencia…”. (lo subrayado es añadido).



En similar sentido, la Ley de las Personas Adultas Mayores para el Estado de San Luis Potosí, en sus preceptos 1°, 5°, fracción XX y 7°, prevén: “ART.- 1°.- La presente Ley de orden público e interés social y observancia general en el Estado; establece las acciones de concurrencia que corresponden al Estado y Municipios, conforme a la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores.”; “ART. 5°.- Para los efectos de esta Ley se entiende por: … XX. Personas adultas mayores: toda persona de sesenta años o más de edad;”; “ART. 7°.- Ninguna persona adulta mayor podrá ser objeto de discriminación por razón de su edad, género, estado físico o mental, creencia religiosa, condición económica y social.”. (lo subrayado es añadido).



En congruencia con lo anterior, el Código Familiar para el Estado de San Luis Potosí, estatuye en su artículo 14, que: “ART. 14.- En la atención y resolución de conflictos familiares, la autoridad administrativa o judicial procurará mantener y fortalecer la armonía de la familia, privilegiando siempre el interés superior del menor, de las personas adultas mayores o con discapacidad.”. (lo subrayado es añadido).
 


De los transcritos preceptos constitucionales, convencionales y legales, se desprende, en esencia, que en los asuntos en que se vean involucrados derechos de los adultos mayores o de la tercera edad (sesenta años o más de edad), corresponde a los órganos del Estado procurarles especial protección de sus derechos, atención a su persona, por tratarse de un grupo vulnerable, que tiene un interés superior.




Lo anterior, tiene su razón de ser, ya que este grupo especial de la población, por su avanzada edad, se coloca, con frecuencia, en una situación de dependencia familiar, discriminación, abandono y desde luego, en vulnerabilidad. 




Al respecto, cabe citar la tesis sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de la Décima Época, con número de registro 2’009,452 dos millones nueve mil cuatrocientos cincuenta y dos, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo: I primero, Libro: 19 diecinueve, junio del año 2015 dos mil quince, página 573 quinientos setenta y tres, que versa: “ADULTOS MAYORES. AL CONSTITUIR UN GRUPO VULNERABLE MERECEN UNA ESPECIAL PROTECCIÓN POR PARTE DE LOS ÓRGANOS DEL ESTADO.- Del contenido de los artículos 25, párrafo 1, de la Declaración Universal de Derechos Humanos; así como del artículo 17 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, "Protocolo de San Salvador", se desprende la especial protección de los derechos de las personas mayores. Por su parte, las declaraciones y compromisos internacionales como los Principios de las Naciones Unidas a Favor de las Personas de Edad, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1991 en la Resolución 46/91; la Declaración sobre los Derechos y Responsabilidades de las Personas de Edad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas de 1992 o los debates y conclusiones en foros como la Asamblea Mundial del Envejecimiento en Viena en 1982, la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos en 1993 (de la que emanó la Declaración citada), la Conferencia Mundial sobre Población de El Cairo en 1994, y la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social de Copenhague en 1995, llevan a concluir que los adultos mayores constituyen un grupo vulnerable que merece especial protección por parte de los órganos del Estado, ya que su avanzada edad los coloca con frecuencia en una situación de dependencia familiar, discriminación e incluso abandono. Lo anterior no implica, sin embargo, que en todos los casos en los que intervengan deba suplirse la deficiencia de la queja.”.

 


De igual manera, tiene aplicación el criterio sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Época: Décima Época, Registro: 2’003,811 dos millones tres mil ochocientos once, Tipo de Tesis: Aislada, Libro: XXI vigésimo primero, Junio del año 2013 dos mil trece, Tomo: 2 dos, Materia(s): Constitucional, Tesis: I.5o.C.5 K (10a.), Página: 1,226 mil doscientos veintiséis, de la voz y rubro: “ADULTOS MAYORES. EL JUZGADOR DEBE TENER EN CUENTA LA CONSIDERACIÓN ESPECIAL HACIA LOS DERECHOS DE AQUÉLLOS, GARANTIZADA EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EN DIVERSAS RECOMENDACIONES Y TRATADOS CELEBRADOS ANTE ORGANISMOS INTERNACIONALES. La consideración especial hacia los derechos de las personas mayores ha sido garantizada no sólo en la legislación local y federal del país, sino, además, en diversas recomendaciones y tratados celebrados ante organismos internacionales. Estas recomendaciones y acuerdos sobre los derechos de las personas de la tercera edad están basados en las premisas fundamentales establecidas por documentos como la Carta de las Naciones Unidas y la Declaración Universal de los Derechos Humanos. De acuerdo con lo expuesto, debe decirse que, si a alguna de las partes en el juicio le corresponde la condición de persona adulta mayor, el juzgador debe analizar las disposiciones legales aplicables al caso en seguimiento de los principios establecidos en los ordenamientos mencionados, así como en el artículo 1o., párrafo segundo, de la Ley Fundamental del país y atender al mayor beneficio que pudiera corresponder al interesado.”.



De ahí, que al advertirse que la promovente y apelante ELIMINADO, es un adulto mayor, lo que se acredita con las pruebas antes enunciadas en el cuerpo de este considerando, goza, por tanto, por parte del Estado, de protección especial de sus derechos, ya que resulta evidente que por su edad, se encuentra en un estado económico de desventaja, por la especial situación de vulnerabilidad que ostenta, lo que hace necesario ver el negocio judicial que nos atañe, con una óptica diferente, y no tan rigorista, como la que caracteriza el derecho civil, sino dentro del ámbito familiar, a efecto de que a través de lo aquí resuelto, no se vea desposeída de la posibilidad de acceder algún ingreso económico derivado de la dependencia económica que sostiene tenía en relación con su fallecido hijo ELIMINADO, por tratarse de un asunto de orden público y de interés social, a fin de evitar la transgresión a la esfera jurídica de sus derechos, ante una posible situación de desventaja y vulnerabilidad con motivo de su edad, porque de la declaración judicial que obtenga, pudiera propiciar la obtención ante otras autoridades o instancias de algún recurso del que pudiera depender su sobrevivencia, que venía cubriendo su citado menor hijo ya fallecido.
 


Una vez establecido lo anterior, se tiene que las manifestaciones realizadas por la inconforme ELIMINADO, tanto en una parte de su primer concepto de agravio, como en el segundo de ellos, son fundadas y suficientes para revocar el fallo recurrido, dado que asiste razón a la recurrente, en el sentido de que el A quo, al declarar improcedentes las diligencias de jurisdicción voluntaria por declaración de dependencia económica que promovió la interesada, así como al no tenerla por acreditando que era dependiente económica de su finado hijo ELIMINADO, hasta la fecha del fallecimiento de este último, acaecido en ELIMINADO, el día ELIMINADO, es decir, al no dar por acreditados los hechos que motivaron tales diligencias, en su considerando tercero, que tiene relación con sus puntos resolutivos primero y segundo, viola en su perjuicio los derechos humanos a la legalidad, seguridad jurídica, debido proceso, y de fundamentación y motivación, a que se refieren los artículos 14 segundo párrafo y 16 primer párrafo, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, así como también contraviene los principios de congruencia y exhaustividad, que debe respetar toda resolución judicial, establecidos en los numerales 81 y 83 del Código de Procedimientos Civiles del Estado
, dado que el juez de primer grado, además de no establecer en el considerando tercero de la resolución aquí apelada, los elementos necesarios a probar en su solicitud de declaración judicial de subordinación o dependencia económica que hace valer la promovente a través de su escrito inicial, que en la especie, lo eran presentar la solicitud correspondiente, como el hecho que debía de acreditar los hechos en que basa la misma, es decir, la dependencia económica que sostiene tenía la interesada en relación con su fallecido hijo antes citado, hasta la fecha de la muerte de este último, acontecida en esta capital, el día ELIMINADO; resulta ser, que en el caso que nos ocupa, tal dependencia económica, sí se encuentra debidamente acreditada con el material probatorio aportado por la aquí inconforme, durante el desarrollo del procedimiento, en lo particular, con la testimonial que ofreció y que corrió con cargo a los testigos que presentó, de nombres ELIMINADO y ELIMINADO, la primera como ELIMINADO de la promovente, y el segundo quien dijo ser ELIMINADO de la promovente ELIMINADO, y ELIMINADO de ELIMINADO, cuyo desahogo ha sido transcrito en párrafos que anteceden, y que aquí se da por reproducido, como si a la letra se insertare, en obvio de repeticiones; la cual, contrario a lo determinado por el juez del conocimiento, en el fallo recurrido, en un uso de un incorrecto arbitrio judicial, ya que la valoró de manera ilegal, al no hacerlo en su debida integridad y de manera exhaustiva, ya que resulta ser que el testimonio rendido por los citados atestes, sí reúne las exigencias a que se refiere el precepto legal 400 de la Ley Adjetiva Civil de nuestra entidad federativa
, en virtud de que los testigos son personas mayores de edad, los hechos sobre los que declararon son susceptibles de conocerse por medio de los sentidos y los conocieron por sí mismos y no por inducciones ni referencias de otras personas, siendo sus declaraciones claras y precisas, sin dudas, ni reticencias, sobre la sustancia del hecho y sus circunstancias esenciales y particulares del caso que nos atañe; además, de que no consta que hayan sido obligados por fuerza o por miedo, ni impulsados por error, engaño o soborno, y expresaron los fundamentos de su dicho, por lo que, debió de haberles concedido pleno valor probatorio y no demeritar el mismo, como en la especie, así lo hizo el A quo, en el considerando tercero del fallo apelado; además de la testimonial de mérito, sí es eficaz y tiene el alcance probatorio para acreditar que la promovente y aquí apelante era dependiente económico de su finado hijo ELIMINADO, hasta la fecha de fallecimiento de este último, por lo que, contrario a lo determinado por el juez del conocimiento, tales testimonios, sí son aptos para corroborar los hechos en que sustentó la pretensión de la aquí inconforme, y al no haberlo hecho así, el funcionario judicial de mérito, incurre en una violación a las reglas de la valoración de tal prueba.



Y es que, contrario a lo determinado por el juez de primera instancia, en el considerando tercero de la sentencia definitiva apelada, las manifestaciones realizadas por ambos testigos antes mencionados, sí contiene una relación de hechos que permite determinar que en realidad la promovente ELIMINADO, tenía una dependencia hacia su descendiente ELIMINADO, hasta antes del fallecimiento de este último; ello, al exponer la primera de las declarantes ELIMINADO, que conoce a ELIMINADO; que conoció a ELIMINADO, ya que eran mamá e hijo; que sabe y le consta que el domicilio de ELIMINADO, estaba establecido en ELIMINADO; que sabe y le consta que ambos vivían juntos; que sabe y le consta que ELIMINADO, trabajaba ahí mismo en ese domicilio, donde tenía un ELIMINADO; que sabe y le consta que ELIMINADO, era la única persona que dependía económicamente de su hijo; y que ELIMINADO, fue ELIMINADO, ELIMINADO; en tanto que el segundo de los testigos ELIMINADO, que conoció a ELIMINADO, porque fue su ELIMINADO; que sabe y le consta que este último tenía su domicilio en ELIMINADO; que sabe y le consta que su ELIMINADO vivía con la promovente como su madre que era; que sabe y le consta que su ELIMINADO tenía un ELIMINADO; que sabe y le consta que su consanguíneo trabajó en el domicilio donde vivía con su progenitora; que sabe y le consta que su madre ELIMINADO, era la única persona que dependía económicamente de su ELIMINADO, por ser ELIMINADO; y que sabe y le consta que su ELIMINADO era ELIMINADO, porque no tuvo ELIMINADO, de lo que debemos concluir que, contrario a lo señalado por el juez de primera instancia en el considerando tercero de la sentencia definitiva apelada, si concatenamos o entrelazamos todas y cada una de las respuestas realizadas por los testigos en cita, de los cuales la primera de ellos es ELIMINADO, de la promovente, y el segundo su ELIMINADO, y ELIMINADO de ELIMINADO, que en cuestiones de asuntos familiares, resulta ser el testigo idóneo para ello, por conocer la dinámica familiar de manera directa, podemos afirmar sin lugar a dudas, que se demuestra fehacientemente una relación de hechos que permite determinar que en realidad la promovente ELIMINADO, sí tenía una dependencia económica hacía su hijo ELIMINADO, porque vivían juntos, en el mismo domicilio, sito en ELIMINADO, perteneciente al municipio de ELIMINADO, en donde ELIMINADO, tenía establecido un ELIMINADO, en lo particular, un ELIMINADO; consecuentemente, si ambas personas cohabitaban y ahí existía un ELIMINADO, en la casa donde vivían ambas personas, se puede concluir que la promovente dependía económicamente de su finado hijo, particularmente cuando ambos testigos declaran de manera categórica, sin dudas, ni reticencias, ni vacilaciones, de manera concreta, y sin lugar a dudas o segundas interpretaciones, al contestar la pregunta novena directa, que la promovente era la única que dependía económicamente de su mulcitado hijo, lo que beneficia a la aquí recurrente, sin que en momento alguno, los testigos en cuestión, hubieren declarado que la aquí apelante, hubiese obtenido ganancias de tal ELIMINADO; cuestión que obviamente se interrumpió con el fallecimiento de  ELIMINADO, el día ELIMINADO, según se acredita con su acta de defunción, a la que el A quo, le proporcionó pleno valor probatorio en el propio considerando tercero de la sentencia definitiva aquí apelada.
 


Además, si bien la primera de los testigos ELIMINADO, expresó a la razón de su dicho que ambos ELIMINADO, y su mamá ELIMINADO, tenían ese ELIMINADO juntos y lo trabajaban, ello no implica de manera alguna que la promovente y aquí apelante fuese su propietaria, o de que el mismo estuviera a su nombre o que obtuviera algún beneficio económico por ello, o que administrara el mismo, ya que nunca declaró tal situación, además de que no existe ningún medio de convicción en los autos que conformen el sumario que acredite fehacientemente tal situación, mientras que por otra parte, sí dijo de manera categórica y directa al contestar la pregunta noventa directa, que la única que dependía económicamente de ELIMINADO, era su madre ELIMINADO, por lo que, resulta lógico que si ambas personas vivían juntas, en un mismo domicilio, donde estaba establecido el comercio en cuestión, la aquí inconforme podía involucrarse en el mismo, con el ánimo de ayudar a su hijo, mas no que fuera propiedad de ambos, o de la aquí interesada, o que hubiere obtenido algún ingreso o ganancia por ello, o de que ella fuera encargada de su administración, porque así no fue declarado por el testigo en cita.

 


De igual manera, si bien el segundo de los testigos ELIMINADO, a la razón de su dicho, expresó que él a veces venía para acá (ELIMINADO) y ahí estaban ellos (ELIMINADO y ELIMINADO), o ellos iban para allá (ELIMINADO) a traer mercancía que les pedían cada mes, o bien iba o venía el propio testigo, no implica tampoco que el ELIMINADO multicitado estuviera a nombre de la aquí promovente, o que sacará algún beneficio económico por ello, o que administrara el mismo, o fuera su propietaria, o de manera conjunta ambos, madre y fallecido hijo, ya que el testigo nunca declaró tal situación, y no existe ninguna prueba en el expediente en que se actúa, que así lo acredite fehacientemente, sino que la promovente únicamente auxiliaba a su hijo en el negocio y aprovechaba sus visitas a su otro hijo en ELIMINADO, para traer mercancía, mientras que por otra parte, lo que si dijo de manera categórica y directa el testigo que nos ocupa, al contestar la pregunta noventa directa, dijo que la única que dependía económicamente de su ELIMINADO era su ELIMINADO.



De ahí que la testimonial de mérito, que corrió con cargo a los testigos que presentó la aquí inconforme, de nombres ELIMINADO y ELIMINADO, la primera como ELIMINADO de la promovente, y el segundo quien dijo ser ELIMINADO de la promovente ELIMINADO, y ELIMINADO de ELIMINADO, contrario a lo determinado por el A quo, en el considerando tercero del fallo recurrido, de manera ilegal, sin fundamentación, ni motivación, incongruente y no exhaustiva, y quien además llevó a cabo una incorrecta valoración de la misma, desprendiéndose de las reglas basadas en los principios de la lógica, al no ser valorada en su debida integridad, violando los principios jurídicos en que descansa tal probanza, sí tiene el pleno valor probatorio a que se refiere el artículo 400 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, al reunir las exigencias ahí descritas, así como el alcance probatorio para demostrar fehacientemente que la promovente ELIMINADO, tenía una dependencia económica hacia su descendiente ELIMINADO, hasta antes del fallecimiento de este último, que constituye los hechos que motivan la pretensión de las diligencias de jurisdicción voluntaria que nos ocupan; particularmente, cuando en el caso, como ha quedado asentado con antelación en el cuerpo de este considerando, la promovente y apelante ELIMINADO, es un adulto mayor, por lo que goza por parte del Estado, de una protección especial de sus derechos, ya que resulta evidente que por su edad, se encuentra en un estado económico de desventaja, por la especial situación de vulnerabilidad que ostenta, lo que hace necesario ver el negocio judicial que nos atañe, con una óptica diferente, y no tan rigorista, como la que caracteriza el derecho civil, sino dentro del ámbito familiar, a efecto de que a través de lo aquí resuelto, no se vea desposeída de la posibilidad de acceder algún ingreso económico derivado de la dependencia económica que tenía en relación con su fallecido hijo ELIMINADO, por tratarse de un asunto de orden público y de interés social, a fin de evitar la transgresión a la esfera jurídica de sus derechos, ante una posible situación de desventaja y vulnerabilidad con motivo de su edad, porque de la declaración judicial que obtenga, pudiera obtener ante otras dependencias o instancias, algún recurso del que derive su sobrevivencia, que venía cubriendo su citado hijo ya fallecido.




Por tanto, los razonamientos vertidos por el A quo, en el fallo recurrido, respecto a la valoración y alcance probatorio del medio de convicción que nos atañe, (si bien contrario a lo aseverado por la recurrente sí fueron precisados y encontraron su apoyo en lo previsto por los artículos 354 y 400 del Código Procesal Civil del Estado), no resultan ser los conducentes.

 


De ahí que al no existir reenvió, por los motivos antes asentados, en reasumida jurisdicción, se otorga tal valor y alcance probatorio a la testimonial de mérito, para todos los efectos legales a que haya lugar.
 


Al respecto, tiene aplicación, el criterio sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Época: Octava Época, Registro: 219,854 doscientos diecinueve mil ochocientos cincuenta y cuatro, Tipo de Tesis: Aislada, Tomo: IX noveno, abril de 1992 mil novecientos noventa y dos, Materia(s): Civil, Página: 591 quinientos noventa y uno, de la voz y rubro: “PRUEBAS, APRECIACION DE LAS. Tratándose de pruebas testimonial, pericial y presunciones, el sistema adoptado por nuestra legislación es dejar en gran parte al arbitrio judicial la apreciación de ellas, sin embargo, ese no es absoluto, al estar restringido a determinadas reglas basadas en principios generales de la lógica, de los que el juez no debe separarse.”.




Así como también es aplicable la jurisprudencia sustentada por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Época: Novena Época, Registro: 164,440 ciento sesenta y cuatro mil cuatrocientos cuarenta, Tomo: XXXI trigésimo primero, junio del año 2010 dos mil diez, Materia(s): Común, Tesis: I.8o.C. J/24, Página: 808 ochocientos ocho, que dice: “PRUEBA TESTIMONIAL. SU VALORACIÓN. Aunque el valor de la prueba testimonial queda al prudente arbitrio del juzgador, ello no debe violar las reglas fundamentales sobre la prueba, pues no puede admitirse que por el hecho de que los testigos fueron uniformes en sus declaraciones sobre determinado hecho, tenga que otorgársele valor probatorio pleno a sus dichos, pues la prueba debe ser valorada en su integridad, como lo es que los testigos coincidan tanto en lo esencial como en lo incidental del acto; conozcan por sí mismos los hechos sobre los que declaran y no por inducción ni referencia de otras personas; que expresen por qué medios se dieron cuenta de los hechos sobre los que depusieron aun cuando hubieren sido tachados por la contraparte; que justifiquen la verosimilitud de su presencia en el lugar de los hechos; que den razón fundada de su dicho y que coincida su ofrecimiento con la narración de los hechos materia de la litis.”.
 


En otro orden de ideas, resulta también fundada la manifestación esgrimida por la promovente y apelante ELIMINADO, en una parte del primer concepto de agravio, y en otra del segundo motivo de inconformidad, en el sentido de que el A quo, en el considerando tercero de la sentencia definitiva apelada, valoró indebidamente el cúmulo probatorio ofrecido por la inconforme, en los autos que conforman el sumario, y que a saber fueron las siguientes: 1.- Original del acta de nacimiento expedida por la directora del registro civil del Estado de ELIMINADO, donde se hace constar que en la oficialía primera del registro civil de ELIMINADO, se encuentra registrado el nacimiento de ELIMINADO, el ELIMINADO, mismo que quedó asentado bajo el acta número ELIMINADO, a fojas ELIMINADO, del libro ELIMINADO, de nacimientos de aquel año, cuya fecha de nacimiento lo fue el día ELIMINADO, siendo sus padres ELIMINADO. (foja 5 cinco frente del expediente); 2.- Original del acta de defunción expedida por la directora del registro civil del ELIMINADO, donde se hace constar que en la oficialía quinta del registro civil de ELIMINADO, se encuentra registrado el fallecimiento de ELIMINADO, el ELIMINADO, mismo que quedó asentado bajo el acta número ELIMINADO, a fojas ELIMINADO, del libro de defunciones de aquel año, cuya fecha de fallecimiento lo fue el día ELIMINADO. (foja 6 seis frente de los autos que conforman el sumario); 3.- Original del acta de defunción expedida por la directora del registro civil del ELIMINADO, donde se hace constar que en la oficialía quinta del registro civil de ELIMINADO, se encuentra registrado el fallecimiento de ELIMINADO, el ELIMINADO, mismo que quedó asentado bajo el acta número ELIMINADO, a fojas ELIMINADO, del libro de defunciones de aquel año, cuya fecha de fallecimiento lo fue el día ELIMINADO. (foja 7 siete frente del expediente); 4.- La copia certificada por el licenciado ELIMINADO, notario público adscrito a la notaría pública número 1 uno, con sede en esta ciudad, cuyo titular lo es el licenciado ELIMINADO, de la credencial para votar con fotografía de ELIMINADO, expedida por el Registro Federal de Electores del Instituto Nacional Electoral (INE), a la cual le corresponde el número ELIMINADO, y la clave de elector ELIMINADO. (foja 8 ocho frente y 9 nueve frente de los autos que conforman el sumario); 5.- Original del duplicado del certificado de terminación de estudios de bachillerato con la capacitación específica de ELIMINADO, de ELIMINADO, al que le corresponde el folio número ELIMINADO, expedido por el director general, director académico y jefa del departamento de control escolar del colegio de bachilleres del Estado de ELIMINADO, de ELIMINADO, mismo que cursó en el plantel número ELIMINADO, bajo la matrícula ELIMINADO. (foja 10 diez frente y vuelta del expediente); 6.- Original del certificado de terminación de estudios de secundaria, de ELIMINADO, al que le corresponde el folio número ELIMINADO, expedido por los servicios educativos del Estado de ELIMINADO, del sistema educativo nacional, de ELIMINADO, mismo que cursó en la escuela ELIMINADO, con la clave ELIMINADO. (foja 11 once frente y vuelta de los autos que conforman el sumario); 7.- Copia fotostática simple del diploma de terminación de los estudios de ELIMINADO, expedido por el director, asesor y coordinadora, de la escuela técnica de protesistas dentales de ELIMINADO, de ELIMINADO. (foja 12 doce frente del expediente); 8.- Dos fotografías del ELIMINADO (ELIMINADO), ubicado en ELIMINADO. (foja 13 trece frente de los autos que conforman el sumario); y 9.- La testimonial con cargo a los testigos presentados por la interesada de nombres ELIMINADO y ELIMINADO; ello, ya que lo hizo únicamente de manera aislada e independiente, y no en su conjunto, adminiculando una probanza con otra, enlazándolas y relacionándolas entre sí, llevando a cabo el engarce y relación de los diferentes datos que tiene a su conocimiento, para llegar al conocimiento de la verdad de los hechos materia de las diligencias que nos ocupan, violentando con ello lo dispuesto por el artículo 407 del Código de Procedimientos Civiles del Estado
.



En efecto, asiste razón a la recurrente ELIMINADO, en el sentido de que el juez de origen, en el fallo recurrido, debió de haberles otorgado el valor de indicio tanto a la copia fotostática simple del diploma de terminación de los estudios de ELIMINADO, a favor de ELIMINADO, expedido por el director, asesor y coordinadora, de la escuela técnica de protesistas dentales de ELIMINADO, de ELIMINADO, así como a las dos fotografías del ELIMINADO (ELIMINADO), ubicado en ELIMINADO, puesto que si bien su valor probatorio queda al libre arbitrio del juzgador del conocimiento, como lo establece el numeral 402 del cuerpo de leyes en consulta
, por no tratarse de documentos certificados, la documental por cuanto se refiere a su autenticidad, como las fotografías, respecto del lugar, tiempo y circunstancias que fueron tomadas, así como lo que corresponden a lo representado en ellas; cierto es que las mismas pueden ser robustecidas respecto a tal valor, al adminicularlas con los demás medios de convicción ofertados por la interesada, citados en párrafos que anteceden.
 


Sobre el particular, tiene aplicación la jurisprudencia, sostenida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Época: Novena Época, Registro: 172,557 ciento setenta y dos mil quinientos cincuenta y siete, Tomo: XXV vigésimo quinto, mayo del año 2007 dos mil siete, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C. J/37, Página: 1,759 mil setecientos cincuenta y nueve, que dice: “COPIAS FOTOSTÁTICAS SIMPLES. VALOR PROBATORIO DE LAS, CUANDO SE ENCUENTRAN ADMINICULADAS CON OTRAS PRUEBAS. Las copias fotostáticas simples de documentos carecen de valor probatorio aun cuando no se hubiera objetado su autenticidad, sin embargo, cuando son adminiculadas con otras pruebas quedan al prudente arbitrio del juzgador como indicio, en consecuencia, resulta falso que carezcan de valor probatorio dichas copias fotostáticas por el solo hecho de carecer de certificación, sino que al ser consideradas como un indicio, debe atenderse a los hechos que con ellas se pretenden probar, con los demás elementos probatorios que obren en autos, a fin de establecer, como resultado de una valuación integral y relacionada con todas las pruebas, el verdadero alcance probatorio que debe otorgárseles.”.



Así, como también es aplicable, la jurisprudencia sustentada por el Tercer Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Época: Novena Época, Registro: 202,550 doscientos dos mil quinientos cincuenta, Tomo: III tercero, mayo de 1996 mil novecientos noventa y seis, Materia(s): Común, Tesis: IV.3o. J/23, Página: 510 quinientos diez, que versa: “DOCUMENTOS OFRECIDOS EN FOTOCOPIAS SIMPLES, VALOR PROBATORIO DE. No se puede otorgar valor probatorio aun cuando no hayan sido objetadas en cuanto a su autenticidad, las copias simples de un documento, pues al no tratarse de una copia certificada, no es posible presumir su conocimiento, pues dichas probanzas por sí solas, y dada su naturaleza, no son susceptibles de producir convicción plena sobre la veracidad de su contenido, por la facilidad con la que se pueden confeccionar, por ello, es menester adminicularlas con algún otro medio que robustezca su fuerza probatoria, razón por la que sólo tienen el carácter de indicio al no haber sido perfeccionadas.”.



De igual manera, es aplicable la jurisprudencia sostenida por el Pleno de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Época: Séptima Época, Registro: 232,560 doscientos treinta y dos mil quinientos sesenta, Volumen: 139 ciento treinta y nueve – 144 ciento cuarenta y cuatro, Primera Parte, Materia(s): Común, Página: 285 doscientos ochenta y cinco, de la voz y rubro: “COPIAS FOTOSTATICAS. SU VALOR PROBATORIO. Conforme a lo dispuesto por el artículo 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, el valor probatorio de las fotografías de documentos o de cualesquiera otras aportadas por los descubrimientos de la ciencia, cuando carecen de certificación, queda al prudente arbitrio judicial como indicios, y debe estimarse acertado el criterio del juzgador si considera insuficientes las copias fotostáticas para demostrar el interés jurídico de la quejosa.”.
 


Debido a lo anterior, a efecto de subsanar la omisión en que incurrió el juez de origen, y al no existir reenvío, este Cuerpo Colegiado resume jurisdicción, a efecto de llevar a cabo el análisis de las pruebas ofrecidas, en su integridad, relacionando unas con otras, a las cuales el A quo, les concedió pleno valor probatorio en el considerando tercero de la sentencia definitiva apelada, con excepción de la copia fotostática simple del diploma de terminación de los estudios de ELIMINADO, a favor de ELIMINADO, expedido por el director, asesor y coordinadora, de la escuela técnica de protesistas dentales de ELIMINADO, de ELIMINADO, así como a las dos fotografías del ELIMINADO (ELIMINADO), ubicado en ELIMINADO, las que este Tribunal de Alzada les ha concedido el valor de indicio, con motivo de los razonamientos antes expuestos, y que aquí se dan por reproducidos como si a la letra se insertaren, sin que ello implique que las probanzas que a continuación se entrelazan, tengan necesariamente el alcance probatorio que pretende la recurrente ELIMINADO, en su escrito de expresión de agravios; para lo cual se tiene lo siguiente:

  


La interesada, ofreció como pruebas de su intención: 1.- Original del acta de nacimiento expedida por la directora del registro civil del Estado de ELIMINADO, donde se hace constar que en la oficialía primera del registro civil de ELIMINADO, se encuentra registrado el nacimiento de ELIMINADO, el ELIMINADO, mismo que quedó asentado bajo el acta número ELIMINADO, a fojas ELIMINADO, del libro ELIMINADO, de nacimientos de aquel año, cuya fecha de nacimiento lo fue el día ELIMINADO, siendo sus padres ELIMINADO. (foja 5 cinco frente del expediente); de la cual se desprende el nacimiento de ELIMINADO, el ELIMINADO, así como el entroncamiento entre la promovente ELIMINADO con ELIMINADO, en una relación de hijo y madre respectivamente, según consta en la propia acta de nacimiento en actual análisis.
 


2.- Original del acta de defunción expedida por la directora del registro civil del ELIMINADO, donde se hace constar que en la oficialía quinta del registro civil de ELIMINADO, se encuentra registrado el fallecimiento de ELIMINADO, el ELIMINADO, mismo que quedó asentado bajo el acta número ELIMINADO, a fojas ELIMINADO, del libro de defunciones de aquel año, cuya fecha de fallecimiento lo fue el día ELIMINADO. (foja 6 seis frente de los autos que conforman el sumario); de la que se desprende el fallecimiento de ELIMINADO, el ELIMINADO, quien era hijo de la promovente ELIMINADO.
 


3.- Original del acta de defunción expedida por la directora del registro civil del ELIMINADO, donde se hace constar que en la oficialía quinta del registro civil de ELIMINADO, se encuentra registrado el fallecimiento de ELIMINADO, el ELIMINADO, mismo que quedó asentado bajo el acta número ELIMINADO, a fojas ELIMINADO, del libro de defunciones de aquel año, cuya fecha de fallecimiento lo fue el día ELIMINADO. (foja 7 siete frente del expediente); de la que se desprende el fallecimiento de ELIMINADO, el ELIMINADO, quien era el esposo de la promovente ELIMINADO, por lo que esta última ostenta el estado civil de ELIMINADO.
 


4.- La copia certificada por el licenciado ELIMINADO, notario público adscrito a la notaría pública número 1 uno, con sede en esta ciudad, cuyo titular lo es el licenciado ELIMINADO, de la credencial para votar con fotografía de ELIMINADO, expedida por el Registro Federal de Electores del Instituto Nacional Electoral (INE), a la cual le corresponde el número ELIMINADO, y la clave de elector ELIMINADO. (foja 8 ocho frente y 9 nueve frente de los autos que conforman el sumario); de la que se desprende que ELIMINADO, antes de su fallecimiento, se encontraba inscrito en el Registro Federal de Electores del Instituto Federal Electoral, sin que en la especie, tal documento acredite por sí solo, que el domicilio antes de su fallecimiento, se encontraba ubicado en la ELIMINADO, como lo pretende la recurrente ELIMINADO, en su escrito de inconformidad, donde convivía con ella, y donde se ubica su ELIMINADO, correspondiente a un ELIMINADO, y por ende, que estaba sujeta a sus ingresos, porque tal documental pública no tiene tal alcance probatorio, porque es un hecho notorio que para efectos de obtener una credencial de elector, la entidad respectiva no exige que ante ella se acredite fehacientemente el domicilio, pues basta la simple manifestación del interesado, de lo que resulta evidente que ese medio de suyo propio es ineficaz para comprobar esa circunstancia, toda vez que si bien es cierto que se trata de un documento público, también lo es que debe contemplarse y valorarse a la luz de lo dispuesto por el artículo 202, primer párrafo, del Código Federal de Procedimientos Civiles
; no obstante ello, esta circunstancia, relativa al domicilio donde vivía ELIMINADO, antes de su deceso, junto con su mamá y aquí promovente ELIMINADO, donde su ubicaba su ELIMINADO, que corresponde a un ELIMINADO, y de quien dependía económicamente, sí se encuentra acreditada debidamente con la testimonial con cargo a los testigos presentados por la interesada de nombres ELIMINADO y ELIMINADO, quienes sí declararon tal situación, al desahogar el testimonio correspondiente.
 


Al respecto, tiene aplicación la jurisprudencia sostenida por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Época: Novena Época, Registro: 167,262 ciento sesenta y siete mil doscientos sesenta y dos, Tomo: XXIX vigésimo noveno, mayo del año 2009 dos mil nueve, Materia(s): Civil, Tesis: VI.1o.C. J/26, Página: 986 novecientos ochenta y seis, que reza: “DOMICILIO. NO PUEDE DEMOSTRARSE SÓLO MEDIANTE UNA CREDENCIAL DE ELECTOR. Como es un hecho notorio que para efectos de obtener una credencial de elector, la entidad respectiva no exige que ante ella se acredite fehacientemente el domicilio pues basta la simple manifestación del interesado, resulta evidente que ese medio de suyo es ineficaz para comprobar esa circunstancia, toda vez que si bien es cierto que se trata de un documento público, también lo es que debe contemplarse y valorarse a la luz de lo dispuesto por el artículo 202, primer párrafo, del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria.”.

 


5.- Original del duplicado del certificado de terminación de estudios de bachillerato con la capacitación específica de ELIMINADO, de ELIMINADO, al que le corresponde el folio número ELIMINADO, expedido por el director general, director académico y jefa del departamento de control escolar del colegio de bachilleres del Estado de ELIMINADO, de ELIMINADO, mismo que cursó en el plantel número ELIMINADO, bajo la matrícula ELIMINADO. (foja 10 diez frente y vuelta del expediente); de donde se desprende que ELIMINADO, concluyó sus estudios de bachillerato en la institución educativa antes indicada.
 


6.- Original del certificado de terminación de estudios de secundaria, de ELIMINADO, al que le corresponde el folio número ELIMINADO, expedido por los servicios educativos del Estado de ELIMINADO, del sistema educativo nacional, de ELIMINADO, mismo que cursó en la escuela ELIMINADO, con la clave ELIMINADO. (foja 11 once frente y vuelta de los autos que conforman el sumario); de donde se desprende que ELIMINADO, concluyó sus estudios de secundaria en la institución educativa antes indicada.
 


7.- Copia fotostática simple del diploma de terminación de los estudios de ELIMINADO, expedido por el director, asesor y coordinadora, de la escuela técnica de protesistas dentales de ELIMINADO, de ELIMINADO. (foja 12 doce frente del expediente); de donde se tiene el indicio que ELIMINADO, concluyó sus estudios de ELIMINADO, en la institución educativa antes indicada; y que interpretadas estas 3 tres últimas probanzas, en su conjunto, se puede concluir válidamente que ELIMINADO, se encontraba preparado profesionalmente para apoyar en su manutención a la promovente y aquí apelante ELIMINADO, al contar con una carrera para ello, sin que ello implique que a través de estos medios de convicción, se acredite fehacientemente que la interesada ELIMINADO, tenía una dependencia económica hacia su descendiente ELIMINADO, hasta antes del fallecimiento de este último, lo que no perjudica a la aquí inconforme, porque tal cuestión ha quedado debidamente demostrada con la testimonial con cargo a los testigos presentados, de nombres ELIMINADO y  ELIMINADO, quienes sí declararon tal situación, al desahogar el testimonio correspondiente y que ha sido analizada con antelación en el cuerpo de este considerando.
 


8.- Dos fotografías del ELIMINADO (ELIMINADO), ubicado en ELIMINADO. (foja 13 trece frente de los autos que conforman el sumario); de la que se tiene el indicio de la existencia del negocio antes señalada, que se robustece con: 9.- La testimonial con cargo a los testigos presentados por la interesada de nombres ELIMINADO y ELIMINADO, quienes sí declararon la existencia del mismo, al desahogar el testimonio correspondiente.
 


Y, por último, la testimonial en mención, que ya fue analizada con anterioridad en el cuerpo de este considerando, y con la cual, se acredita los hechos que fueron motivo de las diligencias de jurisdicción voluntaria que nos ocupan, y cuya valoración aquí se da por reproducida como si a la letra se insertare, en obvio de repeticiones estériles, y para todos los efectos legales a que haya lugar.



Por tanto, contrario a lo determinado en el fallo aquí recurrido en apelación, al haberse acreditado los hechos que las motivaron, y reunidos los requisitos legales necesarios para ello, con motivo de los razonamientos expuestos en párrafos que anteceden, y que aquí se dan por reproducidos como si a la letra se insertaren, para los efectos legales conducentes, es motivo por el cual, al no existir reenvió, este Cuerpo Colegiado, reasume jurisdicción, a efecto de resolver lo conducente, que en la especie, lo es declarar procedentes las diligencias de jurisdicción voluntaria que nos ocupan, con la finalidad de tomar las determinaciones judiciales que procedan al caso.



Y al respecto, se concluye que resultaron procedentes las presentes diligencias de jurisdicción voluntaria promovidas por ELIMINADO, al haberse acreditado los hechos que las originaron.
 


En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 796, 797, 798 y 799 del Código de Procedimientos Civiles del Estado y 150, fracción IV, del Código Familiar del Estado, se declara judicialmente para todos los efectos legales a que haya lugar, la dependencia económica que tenía la promovente ELIMINADO, en relación con su finado hijo ELIMINADO, quien corría a cargo de todos sus gastos de manutención, hasta la fecha de fallecimiento de este último, acaecida en ELIMINADO, el día ELIMINADO.



Al haber obtenido sentencia favorable a sus intereses, y al tratarse el presente asunto, de unas diligencias de jurisdicción voluntaria, que no traen consigo litigio alguno, y por ende ningún gasto erogado a persona que fuere llamada a ello, y no presentarse ninguna de las hipótesis previstas en el numeral 135 de la Ley Adjetiva Civil de nuestra entidad federativa, en lo particular la señalada en su fracción I, no se hace especial condena en cuanto a las costas y gastos generados con motivo de la tramitación de estas diligencias, por cuanto a la primera instancia se refiere.
 


En virtud de que la promovente ELIMINADO, no manifestó su inconformidad respecto a que sus datos personales señalados en el artículo 3°, fracción XI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, se incluyan en la publicación que se haga del presente fallo, con fundamento en lo dispuesto por los numerales 3°, 11, 12, 13, 18, 23, 87, fracción III, y relativos de la ley en cita, así como de los preceptos legales números 13, fracción XIII, 14, 15, fracción I, 21, y 22, del Reglamento del Poder Judicial del Estado para la aplicación de la mencionada ley, hágase del conocimiento de la misma, que la sentencia pronunciada en el presente asunto estará a disposición del público para su consulta, cuando así se solicite, incluidos los mencionados datos, conforme al procedimiento de acceso a la información, sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional deba hacerse de oficio en relación a los mismos.



Por último, en estricta observancia a lo establecido por el artículo 82 del Reglamento General de Archivos del Poder Judicial del Estado, se hace saber a la interesada ELIMINADO, el derecho que le asiste para recoger los documentos personales que obran en el expediente en que se actúa, lo cual deberá hacer en un plazo no mayor de 6 seis meses contados a partir de la notificación de que ha causado ejecutoria la presente resolución, apercibida legalmente que de no hacerlo en el tiempo señalado, se le tendría por renunciando a ello.



Es por todo ello que, ante lo fundado de los conceptos de agravio hechos valer por la promovente y apelante ELIMINADO, analizados en párrafos que anteceden, en el cuerpo de este considerando, es motivo por el cual, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 936 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, este Tribunal REVOCA la sentencia definitiva de 21 veintiuno de enero del año 2019 dos mil diecinueve, pronunciada por el Juez Especializado en Divorcio Voluntario y de Órdenes de Protección de Emergencia y Preventivas en Favor de las Mujeres de esta capital, en el expediente número 1040/2018, relativo a las DILIGENCIAS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA por DECLARACIÓN JUDICIAL DE DEPENDENCIA ECONÓMICA, promovidas por ELIMINADO para quedar de la siguiente manera: “PRIMERO.- Resultaron PROCEDENTES las presentes Diligencias de Jurisdicción Voluntaria promovidas por ELIMINADO, al haberse acreditado los hechos que las originaron. SEGUNDO.- En consecuencia, se DECLARA JUDICIALMENTE para todos los efectos legales a que haya lugar, LA DEPENDENCIA ECONÓMICA que tenía la promovente ELIMINADO, en relación con su finado hijo ELIMINADO, quien corría a cargo de todos sus gastos de manutención, hasta la fecha de fallecimiento de este último, acaecida en ELIMINADO, el día ELIMINADO. TERCERO.- No se hace especial condena en cuanto a las costas y gastos generados con motivo de la tramitación de estas diligencias, por cuanto a esta primera instancia se refiere. CUARTO.- Se hace saber a la promovente ELIMINADO, que la presente sentencia, una vez que haya causado ejecutoria, de oficio, se publicará y pondrá a disposición del público para su consulta. QUINTO.- Se hace saber a la interesada ELIMINADO, el derecho que le asiste para recoger los documentos personales que obran en el expediente en que se actúa, lo cual deberá hacer en un plazo no mayor de 6 seis meses contados a partir de la notificación de que ha causado ejecutoria la presente resolución, apercibida legalmente que, de no hacerlo en el tiempo señalado, se le tendría por renunciando a ello. SEXTO.- Notifíquese.”.
 


Al haberse revocado el fallo recurrido, con motivo de los agravios cuyo estudio se ha realizado con antelación en el cuerpo del presente considerando, tomando particularmente en atención, que la promovente y aquí apelante ELIMINADO, es una persona adulta mayor, cuyo interés es superior, por encontrarse en un estado especial de vulnerabilidad, que merece especial atención de parte de esta autoridad judicial, resulta ser que, en el caso que nos ocupa, es innecesario tanto suplir la deficiencia de la queja vertida por la misma, como ejercer el control de constitucionalidad o convencionalidad ex officio que solicita la inconforme en su escrito de expresión de agravios, particularmente en su tercer motivo de inconformidad, ya sea de parte del juzgado de origen o de este Cuerpo Colegiado, a que se refieren los artículos 1° y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con motivo de la supuesta violación de los derechos humanos que hace valer, de alimentación, de adulto mayor, de audiencia, de debido proceso, de igualdad ante la ley, de acceso a la justicia y de legalidad; ello, dado que su estudio en nada afectaría el resultado de este fallo, además de que al revocarse el fallo aquí recurrido en apelación, y declarado la procedencia de las diligencias de jurisdicción voluntaria que nos ocupan, la interesada se ve restituida en todo caso, de cualquier violación que se pudo haber causado en su oportunidad, en cualquiera de esos derechos fundamentales.



Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la jurisprudencia pronunciada por el Primer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo: III tercero, mayo de 1996 mil novecientos noventa y seis, Tesis VI.1o. J/6, página 470 cuatrocientos setenta, cuyo epígrafe es el siguiente: “AGRAVIOS EN LA REVISIÓN. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO.- Si el examen de uno de los agravios, trae como consecuencia revocar la sentencia dictada por el Juez de Distrito, es inútil ocuparse de los demás que haga valer el recurrente.”.


 
TERCERO.- Al haber resultado esencialmente fundados los motivos de disenso vertidos por la promovente y aquí apelante ELIMINADO, cuyo estudio se realizó en el considerando que antecede de la presente resolución, los que trajeron como consecuencia, la revocación del fallo recurrido, y por tanto, al haber obtenido sentencia favorable a sus intereses en esta Alzada, en el caso, no se hace especial condena en cuanto al pago de costas en esta segunda instancia, al no encuadrar el presente asunto en ninguna de las hipótesis previstas por el numeral 135 de la Ley Adjetiva Civil del Estado, en lo particular, la prevista en su fracción II; máxime, que la apelación que nos ocupa, se interpone en contra de una sentencia definitiva, la cual deviene de unas diligencias de jurisdicción voluntaria por declaración judicial de dependencia económica, en donde no existe litigio alguno entre partes; siendo que la finalidad de las costas, es resarcir a quien injustificadamente ha sido llamado ante un tribunal, de las erogaciones en que haya incurrido por razón del desarrollo del proceso, lo que en el caso que nos ocupa, no acontece así.




CUARTO.- En virtud de que la interesada ELIMINADO, no manifestó su inconformidad respecto a que sus datos personales señalados en el artículo 3°, fracción XI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, se incluyan en la publicación que se haga del presente fallo, con fundamento en lo dispuesto por los numerales 3°, 11, 12, 13, 18, 23, 87, fracción III, y relativos de la ley en cita, así como de los preceptos legales números 13, fracción XIII, 14, 15, fracción I, 21, y 22, del Reglamento del Poder Judicial del Estado para la aplicación de la mencionada ley, hágase del conocimiento de la misma, que la sentencia pronunciada en el presente asunto estará a disposición del público para su consulta, cuando así se solicite, incluidos los mencionados datos, conforme al procedimiento de acceso a la información, sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional deba hacerse de oficio en relación a tales datos.




Por lo anteriormente expuesto y fundado, se resuelve:

 


PRIMERO.- Los conceptos de agravio hechos valer por la promovente y apelante ELIMINADO, cuyo estudio se realizó de manera conjunta, dada su estrecha vinculación, fueron esencialmente fundados y suficientes para revocar el fallo recurrido; ello, particularmente, al tratarse de una persona adulta mayor, cuyo interés es superior, por encontrarse en un estado especial de vulnerabilidad, que merece especial atención; sin que en el caso, haya sido necesario, suplir la deficiencia de la queja, ni ejercer el control de constitucionalidad o convencionalidad ex officio que solicitó la inconforme en su escrito de expresión de agravios, particularmente, en su tercer motivo de inconformidad.



SEGUNDO.- En consecuencia, SE REVOCA la sentencia definitiva de 21 veintiuno de enero del año 2019 dos mil diecinueve, pronunciada por el Juez Especializado en Divorcio Voluntario y de Órdenes de Protección de Emergencia y Preventivas en Favor de las Mujeres de esta capital, en el expediente número 1040/2018, relativo a las DILIGENCIAS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA por DECLARACIÓN JUDICIAL DE DEPENDENCIA ECONÓMICA, promovidas por ELIMINADO, para quedar de la siguiente manera: “PRIMERO.- Resultaron PROCEDENTES las presentes Diligencias de Jurisdicción Voluntaria promovidas por ELIMINADO, al haberse acreditado los hechos que las originaron. SEGUNDO.- En consecuencia, se DECLARA JUDICIALMENTE para todos los efectos legales a que haya lugar, LA DEPENDENCIA ECONÓMICA que tenía la promovente ELIMINADO, en relación con su finado hijo ELIMINADO, quien corría a cargo de todos sus gastos de manutención, hasta la fecha de fallecimiento de este último, acaecida en ELIMINADO, el día ELIMINADO. TERCERO.- No se hace especial condena en cuanto a las costas y gastos generados con motivo de la tramitación de estas diligencias, por cuanto esta primera instancia se refiere. CUARTO.- Se hace saber a la promovente ELIMINADO, que la presente sentencia, una vez que haya causado ejecutoria, de oficio, se publicará y pondrá a disposición del público para su consulta. QUINTO.- Se hace saber a la interesada ELIMINADO, el derecho que le asiste para recoger los documentos personales que obran en el expediente en que se actúa, lo cual deberá hacer en un plazo no mayor de 6 seis meses contados a partir de la notificación de que ha causado ejecutoria la presente resolución, apercibida legalmente que, de no hacerlo en el tiempo señalado, se le tendría por renunciando a ello. SEXTO.- Notifíquese.”.



TERCERO.- Por las razones precisadas en el considerando tercero de este fallo, no se hace especial condena en cuanto al pago de costas en esta segunda instancia.



CUARTO.- Atendiendo al contenido del considerando cuarto de la presente resolución, y al no existir inconformidad de la interesada, la presente sentencia estará a disposición del público para su consulta, cuando así se solicite, incluidos los datos personales de la misma, conforme al procedimiento de acceso a la información, sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional deba hacerse de oficio en relación a tales datos.



QUINTO.- Con copia certificada de la presente resolución, devuélvase el expediente al juzgado de su origen y, en su oportunidad, archívese el toca donde corresponda, como asunto concluido.




SEXTO.- Notifíquese personalmente, comuníquese y cúmplase.



A S Í, por unanimidad de votos, lo resolvieron y firman los Señores Magistrados que integran la Tercera Sala del H. Supremo Tribunal de Justicia del Estado, LICENCIADOS ELIMINADO, ELIMINADO y ELIMINADO, quienes actúan con Secretaria de Acuerdos que autoriza y da fe licenciada ELIMINADO, siendo Ponente el ELIMINADO de los Magistrados nombrados y Secretario de Estudio y Cuenta licenciado ELIMINADO.- Doy Fe.- 

MGDA. ELIMINADO. 

                                             MGDA. ELIMINADO.

MGDO. ELIMINADO.

LIC. ELIMINADO.

           SECRETARIA DE ACUERDOS 
COTEJÓ:





L'AIO/JMM.











� Que disponen: “ART. 14.- …Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”, “ART. 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.”. 


� Que refieren: “ART. 81.- Las sentencias deben ser claras, precisas y congruentes con las demandas y las contestaciones y con las demás pretensiones deducidas oportunamente en el pleito, condenando o absolviendo al demandado, y decidiendo todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del debate. Cuando éstos hubieren sido varios, se hará el pronunciamiento correspondiente a cada uno de ellos.”; “ART. 83.- Las sentencias deberán expresar: el lugar, fecha y juez o tribunal que las pronuncien; los nombres de las partes contendientes y el carácter con que litiguen; el objeto del pleito; una síntesis de las actuaciones; una parte considerativa en la que, con precisión, expresen las razones en que se funden para absolver o condenar; y, finalmente, en proposiciones concretas, la resolución de cada uno de los puntos controvertidos.”.





� Que versa: “ART. 400.- La calificación de la prueba testimonial quedará al prudente arbitrio del juez, quien para valorizarla, deberá tomar en consideración: I.- La edad, capacidad intelectual, instrucción, probidad, independencia de criterio, antecedentes personales e imparcialidad del testigo; II.- Que el hecho de que se trate sea susceptible de ser conocido por medio de los sentidos, y que el testigo lo conozca por sí mismo y no por inducciones, ni referencias a otras personas; III.- Que la declaración sea clara y precisa, sin dudas ni reticencias, ya sobre la sustancia del hecho, ya sobre las circunstancias esenciales; IV.- Que el testigo no haya sido obligado por fuerza o miedo, ni impulsado por engaño, error o soborno. El apremio judicial no debe estimarse como fuerza o intimidación. No se considerará soborno lo que el testigo reciba de quien lo presente, por concepto de indemnización o gastos, en los términos del artículo 372; V.- Los fundamentos de su dicho y que se haya cumplido con lo que se previene en el artículo 362.”.


� Que establece: “ART. 407.- La valorización de las pruebas se hará de acuerdo con el presente Capítulo, a menos que por el enlace interior de las pruebas rendidas y de las presunciones formadas, el tribunal adquiera convicción distinta respecto de los hechos materia del litigio. En este caso, deberá fundar el juez cuidadosamente esta parte de su sentencia.”.


� Que dicen: “ART. 402.- El valor de las pruebas fotográficas, taquigráficas y de otras cualesquiera aportadas por los descubrimientos de la ciencia, quedará al prudente arbitrio judicial. Las fotografías de personas, lugares, edificios, construcciones, papeles, documentos y objetos de cualquier especie, deberán contener la certificación correspondiente que acredite el lugar, tiempo y circunstancias en que fueron tomadas, así como que corresponden a lo representado en ellas, para que constituyan prueba plena. En cualquier otro caso, su valor probatorio queda al prudente arbitrio judicial.”.


� Que dice: ”ART. 202.- Los documentos públicos hacen prueba plena de los hechos legalmente afirmados por la autoridad de que aquéllos procedan; pero, si en ellos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares, los documentos sólo prueban plenamente que, ante la autoridad que los expidió, se hicieron tales declaraciones o manifestaciones; pero no prueban la verdad de lo declarado o manifestado. Las declaraciones o manifestaciones de que se trata prueban plenamente contra quienes las hicieron o asistieron al acto en que fueron hechas, y se manifestaron conformes con ellas. Pierden su valor en el caso de que judicialmente se declare su simulación. También harán prueba plena las certificaciones judiciales o notariales de las constancias de los libros parroquiales, relativos a las actas del estado civil de las personas, siempre que se refieran a época anterior al establecimiento del Registro Civil. Igual prueba harán cuando no existan los libros de registro, original y duplicado, y cuando, existiendo, estén rotas o borradas las hojas en que se encontraba el acta. En caso de estar contradicho su contenido por otras pruebas, su valor queda a la libre apreciación del tribunal.”.





